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			A los más jóvenes, con el deseo
de que puedan alcanzar una vida mejor
que la que tienen sus padres.

		

	
		
			AUTORES

			— JOSÉ ADELANTADO GIMENO

			Doctor en Sociología por la Universidad Autónoma de Barcelona. Desde 1992 es Profesor Titular del Departamento de Sociología de la UAB. Ha sido investigador principal en varios proyectos con financiación pública (DIGICYT, AECI). En 1996 impulsó el grupo de investigación SAPS (Seminario de Análisis de Políticas Sociales, del que fue su primer coordinador); desde 2002 es investigador del IGOP (Instituto de Gobernabilidad y Políticas Públicas, del que ha sido miembro de su dirección). Es coordinador del libro Cambios en el Estado de Bienestar: políticas sociales y desigualdades en España (Editorial Icària, Barcelona, 2000), ha publicado varios artículos en revistas especializadas y de divulgación (Papers, Revista Internacional de Sociología, Revista Mexicana de Sociología, Journal of European Social Policy, Mientras Tanto, Barcelona Societat, Carrer). Es autor de una veintena de capítulos en libros sobre políticas de bienestar en sectores como pensiones, vivienda, inmigración, rentas mínimas de inserción, servicios sociales, o planes de inclusión. Sus investigaciones han versado sobre aspectos como la formación, contenido e impacto de las políticas sociales a partir de las estructuras sociales en España; el análisis comparado entre estados del bienestar en Europa, y las relaciones entre democracia y desigualdad en América Latina.

			— MANUEL AGUILAR HENDRICKSON

			Profesor de la Universitat de Barcelona, donde enseña materias relacionadas con la política social. Colabora en enseñanzas de posgrado en las universidades Pública de Navarra, de Granada y Pompeu Fabra. Ha investigado, en el marco del grupo Alter (anteriormente Grupo de investigación sobre exclusión social), en los ámbitos de la inmigración, la pobreza y la exclusión social, las políticas de integración y en especial las rentas mínimas y la evaluación de servicios sociales. En la actualidad centra su trabajo de investigación en las transformaciones institucionales de los servicios sociales. Es coautor, entre otros, de libros como El salario social sudado (1989), La caña y el pez (1995), Servicios sociales y cohesión social (2011), así como de diversos artículos y capítulos de libros.

			— MIGUEL ÀNGEL ALEGRE CANOSA

			Doctor en Sociología por la Universidad Autónoma de Barcelona. Antes de incorporarse a Ivàlua (2012) fue investigador Ramón y Cajal en el Instituto de Gobierno y Políticas Públicas (IGOP, UAB), donde dirigió el Grupo de Investigación en Educación y Equidad. Como analista de Ivàlua, participa en la evaluación de políticas laborales y educativas. Es responsable del área de I+D+i del instituto y colabora en su actividad formadora. Ha publicado en revistas de impacto como la British Journal of Sociology of Education, Educational Research, British Educational Research Journal, Educational Policy o la Revista de Educación. Entre sus monografías destacan: (2010) Les famílies davant l’elecció escolar. Dilemes i desigualtats en la tria de centre a la ciutat de Barcelona, Mediterrània (con R. Benito, S. González y X. Chela); (2010) L’educació postobligatoria a Catalunya, CSASE (con R. Benito, X. Chela, I. González y B. Albaigés); (2007) Educación e inmigración. Nuevos retos para España en una perspectiva comparada, CIS-Academia (con J. Subirats).

			— CÉSAR COLINO

			Profesor Titular de Ciencia Política y de la Administración en la UNED. Previamente fue profesor en la Universidad de Salamanca y en la Autónoma de Madrid. Ha sido varios años Investigador Contratado en el Instituto de Investigación para la Administración Pública, en Speyer (Alemania, 2000) e investigador invitado en el Instituto Max-Planck para el Estudio de la Sociedad en Colonia (1997), así como en la Universidad de Burdeos, la Universidad de Kent y la Universidad de Ottawa. Gran parte de su docencia, investigación y publicaciones, aparecidas en editoriales y revistas científicas de siete países, ha girado en torno a las políticas públicas y las administraciones comparadas así como a la europeización de los sistemas nacionales y la política territorial.

			— MARIÑA COUCEIRO

			Licenciada en Sociología por la Universidade da Coruña (2006) y Doctora en Sociología por la Universitat Autónoma de Barcelona (2013). Ha sido becaria de investigación del grupo GEPS (Globalización, Educación y Política Social) del Departamento de Sociología de la UAB, donde ha contribuido a la línea de investigación que explora la relación entre el nivel de democratización y de pobreza en América Latina. Asimismo, como colaboradora del IGOP (Instituto de Gobierno y Políticas Públicas), ha participado en el proyecto «Autonomías y desigualdad en España: percepciones, evolución social y políticas de bienestar» (2011). Su tesis doctoral se centra en el análisis de las políticas de protección social en la Europa Postcomunista después de la transición, la cual constituye su principal línea de investigación.

			— ELOÍSA DEL PINO

			Científica Titular del Instituto de Bienes y Políticas Públicas del Consejo Superior de Investigaciones Científicas (IPP-CSIC). Doctora en C. Política (UCM) y licenciada en C. Política (UCM) y en Derecho (UNED). Fue investigadora visitante en la Universidad de Ottawa, la Universidad de Kent y el Instituto de Estudios Políticos de Burdeos. Sus áreas de investigación principales son la reforma del Estado de Bienestar y la administración pública comparada. Dirige el proyecto CRISAUT —Capacidad y estrategias de reforma en los sectores públicos regionales y en las políticas de bienestar en el contexto de la crisis fiscal—; y participa en los proyectos Coping with New Social Risk in Norway and Spain: Long-term care, gender and family, and labour market and unemployment protection policies; y en Delivering Public Services: a greater role for the private sector? (Eurofound). Ha publicado diversos libros y artículos en editoriales y revistas como Routlegde, Oxford University Press, Ashgate, Tecnos, Publius, Journal of Social Security o Internatonal Review of Administrative Sciences, entre otras.

			— JOSÉ MANUEL DÍAZ PULIDO

			Licenciado en Derecho por la UCM y Máster en Economía Aplicada y Análisis de Datos por la Universidad de Essex (Reino Unido). Trabaja como consultor de SIGMA-OCDE-EU e investigador de la UCM. Ha sido investigador visitante en la Universidad de Harvard y en el Institute for Social and Economic Research, director financiero y jurídico de Universidad.es [Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2011-2014)], director de la división técnica de la Agencia Estatal de Evaluación de Políticas Públicas y Calidad de los Servicios (2009-2011), investigador externo del Observatorio de Empleo del Ayuntamiento de Madrid (2004-2009). Ha publicado más de 20 artículos en revistas científicas y capítulos de libros sobre calidad de los servicios, evaluación de políticas públicas y análisis económico, participando en numerosos grupos de expertos nacionales e internacionales (OCDE, UE) sobre estas materias.

			— SERGIO GONZÁLEZ BEGEGA

			Profesor Contratado Doctor del Departamento de Sociología de la Universidad de Oviedo. Obtuvo su doctorado con mención europea por la Universidad de Oviedo en 2009. En 2010 recibió el premio extraordinario para tesis doctorales del Consejo Económico y Social de España. Sus líneas de investigación incluyen las relaciones laborales europeas, los procesos de concertación y diálogo social y la política social comparada. Ha sido investigador visitante en distintos centros, incluyendo CSU-CNRS (París), ETUI-REHS (Bruselas) y MBS-University of Manchester. Entre sus publicaciones académicas se incluyen libros, capítulos de libros y artículos en revistas nacionales e internacionales tales como REIS, RIS, Sociología del Trabajo, Cuadernos de Relaciones Laborales, Empiria, Employee Relations o European Journal of Social Security.

			— ANA M. GUILLÉN RODRÍGUEZ

			Catedrática de Sociología y directora del Departamento de Sociología en la Universidad de Oviedo. Ha publicado múltiples estudios sobre política social y laboral comparada, desarrollo de los Estados del Bienestar y procesos de europeización e integración europea. Asimismo ha sido coordinadora de la Red de Excelencia de la Comisión Europea RECWOWE (Reconciling Work and Welfare in the EU, 2006-2011). Recientemente ha coeditado dos números especiales de las revistas South European Society and Politics (19, 3, 2014) y European Journal of Social Security (17, 2, 2015). Ha realizado múltiples informes de experto para la Comisión Europea y para la Organización Internacional del Trabajo. Además, es copresidenta del comité ejecutivo de la Red Española de Política Social y miembro del Comité Asesor del Observatorio Social Europeo.

			— JORGE HERNÁNDEZ-MORENO

			Graduado en Relaciones Internacionales por la Universidad Complutense de Madrid (2014) y Máster en Gobierno, Administración y Políticas Públicas por el Instituto Universitario de Investigación Ortega y Gasset y la Universidad Internacional Menéndez Pelayo (2015). Participa como investigador en el proyecto «Capacidad y Estrategias de Reforma frente a la Crisis Fiscal en los Sectores Públicos y las Políticas de Bienestar Autonómicos: Condicionantes y Trayectorias de Cambio» (CRISAUT). Su tesis doctoral se centra en el análisis de los determinantes políticos del cambio en la gobernanza del Estado de Bienestar español durante la Gran Recesión, la cual constituye su principal línea de investigación.

			— MARGARITA LEÓN

			Investigadora «Ramón y Cajal» en el Institut de Govern i Polítiques Publiques (IGOP) de la Universitat Autònoma de Barcelona desde septiembre de 2010. Ha sido profesora de política social europea en la Universidad de Kent e investigadora Marie Curie en el Instituto Universitario Europeo de Florencia. Realizó su doctorado en la London School of Economics. Cuenta, además, con un Máster en Investigación Sociológica por la Universidad de Essex (1995). Sus áreas principales de investigación son la política social comparada y la reforma del Estado del Bienestar. Sus áreas principales de investigación son la política social comparada y la reforma del Estado del Bienestar. Es autora de The Transformation of Care in European Societies, publicado por Palgrave. Es coeditora, junto a Ana M. Guillén del libro The Spanish Welfare State in European Context, Ashgate. Asimismo ha publicado en revistas de impacto científico internacional como Comparative European Politics, European Societies, South European Society and Politics, Society & Politics, European Journal of Women’s Studies, Journal of European Social Policy. https://uab.academia.edu/MargaritaLeon

			— JAVIER LOSCOS FERNÁNDEZ

			Profesor del Departamento de Economía Aplicada IV y del Instituto Complutense de Estudios Jurídicos Críticos, en la Universidad Complutense de Madrid, y Profesor Visitante en la Universidad Continental de Ciencia e Ingeniería, en Perú. Licenciado en Derecho por la Universidad Pontificia «Comillas» de Madrid, Licenciado en CC. Económicas por la UNED y Doctor en Derecho por la Universidad Complutense de Madrid (Departamento de Economía Aplicada IV). Ha sido profesor en la Universidad de Salamanca, investigador en el Instituto de Estudios Fiscales (Ministerio de Economía y Hacienda-España) y colaborador del Departamento de Gobierno, Administración y Políticas Públicas del Instituto Universitario de Investigación «Ortega y Gasset».

			— DAVID LUQUE BALBONA

			Profesor Ayudante Doctor del Departamento de Sociología de la Universidad de Oviedo. Entre 2006 y 2010 formó parte del Programa Nacional de Formación del Profesorado Universitario del Ministerio de Educación. Ha participado en varios proyectos de investigación entre los que cabe destacar la Red de Excelencia Europea RECWOWE (2006-2012) (FP6). Entre sus publicaciones académicas, que incluyen libros, capítulos de libros y artículos en revistas nacionales e internacionales tales como REIS, RIS, Política y Sociedad, Transfer o European Journal of Social Security, cabe destacar el siguiente libro: Luque Balbona, D. (2013) Las huelgas en España (1905-2010), Germanía, Valencia.

			— JULIANA MARTÍNEZ FRANZONI

			Profesora asociada en la Universidad de Costa Rica (Instituto de Investigaciones Sociales). Su trabajo sobre política social y desigualdad ha sido apoyado por el Programa Fullbright, el Kellogg Institute for International Studies y el Consejo Latinoamericano de Ciencias Sociales. Junto con Diego Sánchez-Ancochea es coautora de las monografías Good Jobs and Social Services: How Costa Rica Achieved the Elusive Double Incorporation (Palgrave McMillan, 2013) y The Quest for Universal Social Policy: Actors, Ideas and Architectures (CUP, en prensa) así como de artículos en diversas revistas internacionales.

			— VICENTE MARBÁN GALLEGO

			Profesor contratado doctor en Economía por la Universidad de Alcalá. Miembro del grupo de investigación Joaquín Costa-UAH y del Consejo asesor científico de distintas revistas de investigación sociológica y económica. Ha participado en diversas investigaciones europeas y nacionales del Plan nacional de I+D y es autor y coautor de diversos artículos y libros sobre reformas en el Estado de Bienestar, dependencia y Tercer Sector. Actualmente es miembro de la European Social Policy Network (ESPN), encargada de la elaboración de informes independientes para la Comisión Europea sobre análisis de las políticas sociales en España.

			— MARGA MARÍ-KLOSE

			Profesora en el departamento de Sociología y Análisis de las Organizaciones de la Universitat de Barcelona. Investigadora principal del grupo de investigación Analysis of Inequalities and New Social Risks (AINSR-CIIMU). Doctora en Sociología por la Universidad de Barcelona y MSc en Social Policy Research por la London School of Economics. Sus ámbitos de interés e investigación giran en torno a la desigualdad, la pobreza, la sociología de la familia y la infancia. Ha publicado diversos libros y capítulos de libros a destacar, Infancia y futuro: Nuevas realidades, nuevos retos. Ha sido investigadora postodoctoral del Programa Juan de la Cierva en el Instituto de Infancia y Mundo Urbano (CIIMU) donde ha coordinado y es coautora de los Informes de la Inclusión Social en España (2008 y 2009).

			— PAU MARÍ-KLOSE

			Profesor de Sociología en la Universidad de Zaragoza. Doctor en Sociología en la Universidad Autónoma de Madrid, Máster en la University of Chicago y en el Centro de Estudios Avanzados en Ciencias Sociales del Instituto Juan March. Ha sido responsable científico del Instituto de Infancia y Mundo Urbano (2008-2010), donde fue director de los Informes de la Inclusión Social en España de Caixa Catalunya en 2008 y 2009. Autor o coautor de nueve libros y más de una cuarentena de artículos académicos y capítulos en obras colectivas sobre cuestiones de desigualdad, pobreza infantil, educación y política social. Entre sus trabajos destaca The Mediterranean Welfare Regime and the Economic Crisis (Routledge, 2014), Edad del Cambio: Jóvenes en los Circuitos de la Solidaridad intergeneracional (CIS, 2006), Infancia y Futuro (La Caixa, 2010), «Prioridades poco prioritarias: Jóvenes en la agenda gubernamental en España (1982-1996)» (REIS 2012), «Youth, family change and welfare arrangements: Is the South still so different?» (European Societies, 2013).

			— LUIS MORENO FERNÁNDEZ

			Doctor en Ciencias Sociales y Honorary Fellow por la Universidad de Edimburgo. Profesor de Investigación en el Instituto de Políticas y Bienes Públicos (CSIC, Consejo Superior de Investigaciones Científicas), coordina el Grupo de Investigación sobre Política Social y Estado del Bienestar (POSEB). Es profesor invitado de cursos de postgrado en el Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, UIMP, Instituto Universitario Ortega Gasset-UIMP, Universidad Autónoma de Madrid y Goberna-América Latina. Ha desarrollado su actividad investigadora y docente en diversas universidades e instituciones europeas y norteamericanas (Colorado Bouder-CU, Denver-DU, Edinburgh University, European University Institute, IRPPS-CNR, Università Roma-La Sapienza). Sus últimos libros publicados son: La Europa asocial. Crisis y Estado del Bienestar y Europa sin Estados. Unión política en el (des)orden global.

			— FRANCISCO JAVIER MORENO FUENTES

			Doctor en Ciencia Política por la Universidad Autónoma de Madrid y el Instituto Juan March, es Científico Titular en el Instituto de Políticas y Bienes Públicos del Consejo Superior de Investigaciones Científicas (CSIC). Ha sido profesor en las Universidades de Barcelona y Montpellier, así como investigador visitante en la London School of Economics, Harvard University, New York University y el Institut d’Études Politiques de Paris. Sus áreas de interés giran en torno al análisis de políticas públicas en perspectiva comparada en el estudio de los regímenes de bienestar, la inmigración y las políticas urbanas. Ha publicado diversos libros (entre ellos su tesis doctoral en el Consejo Económico y Social), diversos capítulos en libros colectivos, así como artículos en revistas nacionales (Revista Española de Investigaciones Sociológicas, Política y Sociedad, Documentación Social, Revista Española del Tercer Sector) e internacionales (International Migration Review, Global Networks, International Journal of Urban and Regional Research y Politics & Society).

			— BRUNO PALIER

			Director de investigación del Centro Nacional de Investigaciones Científicas en Ciencias Políticas, Centre d’études européennes, en París. Doctor en Ciencia Política, es profesor honorario en Welfare State Research en la Universidad del South Denmark. Ha sido Guest Professor en la Universidad de Estocolmo (2009 y 2010), Visiting Scholar en la Universidad de Northwestern University (2007) y en el Centro de Estudios Europeos de la Universidad de Harvard (2001) y Jean Monnet Fellow en el Instituto Europeo de Florencia (1998-1999). Ha sido coordinador científico de la red europea de excelencia RECWOWE (Reconciling Work and Welfare, formada por más de 30 universidades europeas, 190 investigadores y 19 países). Ha publicado numerosos artículos sobre la reforma del bienestar en Francia y Europa en Politics and Society, Journal of European Social Policy, West European Politics, Governance, Socio-Economic Review, Global Social Policy, Social Politics, así como varios libros, entre ellos: (2012) The Age of Dualization: The Changing Face of Inequality in Deindustrializing Societies, Oxford University Press (con P. Emmenegger, S. Häusermann y M. Seeleib-Kaiser); (2012) Towards a social investment welfare state? Ideas, Policies and Challenges, The Policy Press, (con N. Morel y J. Palme); (2010) A long Good Bye to Bismarck? The Politics of Welfare Reforms in Continental Europe, Amsterdam University Press.

			— JUAN A. RAMOS GALLARÍN

			Profesor TEU, Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales (Universidad Rey Juan Carlos). Licenciado en C.C. Políticas y Sociología por la UCM y Doctor por la URJC. Ha sido docente en la UCM y profesor-investigador del Departamento de Gobierno y Administración Pública del Instituto Universitario Ortega y Gasset. Principales áreas de trabajo: relaciones intergubernamentales y políticas de bienestar. Ha participado como investigador o consultor en una veintena de proyectos y ha publicado cerca de treinta trabajos, varios de ellos contenidos en las obras colectivas Los estados de bienestar en la encrucijada (2013), La Administración Pública entre dos siglos (2010) y Reformas de las políticas de bienestar en España (2009).

			— GREGORIO RODRÍGUEZ CABRERO

			Catedrático de sociología de la Universidad de Alcalá, coordinador del grupo de investigación sobre política social Joaquín Costa de dicha universidad. Sus investigaciones y publicaciones se centran en el desarrollo y crisis del Estado de Bienestar y de las políticas sociales sobre dependencia, discapacidad, exclusión social y TSAS. Desde 2008 participa en redes europeas de política social como la European network of independent expert on social exclusion (2008-2014) y la coordinación para España de la European Social Policy Network (ESPN) para el análisis de las políticas sociales en España.

			— M.ª JOSEFA RUBIO LARA

			Profesora titular en el Departamento de Ciencia Política y de la Administración de la Universidad Nacional de Educación a Distancia. Es autora de diferentes trabajos sobre el Estado de Bienestar, entre ellos, La formación del Estado Social (Ministerio de Trabajo, Madrid, 1991). Entre sus publicaciones más recientes, ha codirigido el libro colectivo de Teoría del Estado I. El Estado y sus instituciones (Uned, Madrid, 2011) y ha sido autora del capítulo «Los avatares del Estado de Bienestar: mercados, política y reforma de las pensiones de jubilación en España» (en C. Colino y R. Cotarelo, España en crisis. Balance de la segunda legislatura de Rodríguez Zapatero (Tirant Humanidades, Valencia, 2012).

			— JESÚS RUIZ-HUERTA

			Doctor por la Universidad Complutense, actualmente es catedrático de Economía Aplicada (Hacienda Pública) en la Universidad Rey Juan Carlos de Madrid. Ha sido profesor en las Universidades Complutense y Salamanca. Entre 1986 y 1993 ocupó diversos cargos de responsabilidad en el Instituto de Estudios Fiscales, dependiente del Ministerio de Economía y Hacienda. Durante el período 2000-2004, fue director del Departamento de Gobierno y Administración Pública del Instituto Universitario Ortega y Gasset, y entre 2004 y 2008, fue director del Instituto de Estudios Fiscales. Durante el curso académico 2012-2013, trabajó en el Instituto CIRANO (Centre interuniversitaire de Recherche en Analyse des Organisations), en la ciudad de Montreal (Canadá), del que fue nombrado Associated Fellow. Sus campos de especialización se centran en el análisis de los efectos económicos de la actuación del sector público, incluyendo el estudio de las políticas públicas, las cuestiones de distribución y redistribución de la renta y la perspectiva descentralizada de la actividad del Estado.

			— OLGA SALIDO

			Profesora Titular de Sociología en el Departamento de Sociología III, Universidad Complutense de Madrid. Doctora en Ciencia Política y Sociología (UCM). Su actividad investigadora se ha centrado en el estudio de la estratificación social desde una perspectiva de género, el impacto del ciclo económico sobre la pobreza y la desigualdad y la evolución reciente de las políticas de familia y de conciliación en España. Ha sido investigadora visitante en las Universidades de Harvard (Wiener Center of Social Policy, Kennedy School Of Government, 2005) y Stanford (Center on Poverty and Inequality, 2012). Es autora del libro La movilidad ocupacional de las mujeres en España. Por una sociología de la movilidad femenina (CIS, 2001), y entre sus publicaciones recientes destaca la coordinación de un monográfico sobre «Estado del Bienestar y Política Social» [Política y Sociedad, 2007, 44(2)], «Female employment and work-life balance policies in Spain», en A. M. Guillén y M. León (eds.), The Spanish Welfare State in European Context, Ashgare Publishing, 2011) y «Sobre la difusa relación entre paro y pobreza. España en el cambio de siglo», Panorama Social, n.º 12, 2011 (con J. Carabaña).

			— DIEGO SÁNCHEZ-ANCOCHEA

			Profesor titular de Economía Política de América Latina en la Universidad de Oxford y miembro de St. Antony´s College. Su investigación explora la desigualdad en el contexto de los debates sobre modelos de desarrollo y políticas públicas. Junto con Juliana Martínez Franzoni es co-autor de las monografías Good Jobs and Social Services: How Costa Rica Achieved the Elusive Double Incorporation (Palgrave McMillan, 2013) y The Quest for Universal Social Policy: Actors, Ideas and Architectures (CUP, en prensa) así como de artículos en diversas revistas internacionales.

			— MANUEL SÁNCHEZ DE DIOS

			Catedrático de universidad acreditado por el Consejo de Universidades y profesor titular en la Fac. de CC. Políticas y Sociología de la UCM. Ha sido miembro del Comité Ejecutivo de la European Consortium for Political Research (ECPR) entre 2009 y 2015, director de las Joint Sessions of Woprkshops del ECPR y presidente del jurado del Wildenmann Prize del ECPR entre 2012 y 2015. Actualmente es Coordinador del Master universitario de Análisis Político de la UCM. Ha sido Profesor visitante en la Universidad de Buffalo (SUNY-BUFFALO), Visiting Researcher en la Universidad de Santa Bárbara (UCSB), Honorous Researcher en la Universidad de Aberdeen y Profesor visitante en la Universidad Autónoma de Zacatecas. Sus campos de investigación son el estudio comparado del Estado de Bienestar y del parlamentarismo. En 2012 publicó Política comparada, Síntesis, Madrid.

			— JOAN SUBIRATS HUMET

			Doctor en Ciencias Económicas (Universidad de Barcelona). Catedrático de Ciencia Política e investigador del Instituto de Gobierno y Políticas Públicas de la Universidad Autónoma de Barcelona. Ha sido profesor visitante en diversas universidades europeas y americanas. Se ha especializado en temas de gobernanza, gestión pública y en el análisis de políticas públicas y exclusión social, así como en problemas de innovación democrática, sociedad civil y gobierno multinivel, temas sobre los que ha dirigido y dirige proyectos de investigación y sobre los que ha publicado numerosísimos libros y artículos. Sus últimas públicaciones son Otra sociedad. ¿Otra política? (Icaria); Decisiones Públicas (Ariel); España Reset. Herramientas para el cambio de sistema (Ariel). Colabora en El País y en otros medios de comunicación.

		

	
		
			CAPÍTULO I

			EL ESTUDIO COMPARADO DE LAS TRANSFORMACIONES DEL ESTADO DE BIENESTAR Y LAS POLÍTICAS SOCIALES: DEFINICIONES, METODOLOGÍA, TEMAS DE INVESTIGACIÓN

			ELOÍSA DEL PINO

			M.ª JOSEFA RUBIO LARA

			I. INTRODUCCIÓN: PROPÓSITOS, ALCANCE Y OPORTUNIDAD DE ESTE LIBRO

			El Estado de Bienestar es uno de los logros más significativos de los Estados modernos por su capacidad de proteger a los ciudadanos contra la pobreza cuando se encuentran en situaciones de riesgo —tales como la enfermedad, el desempleo, la vejez, la niñez o la ignorancia— y de contribuir a corregir las fracturas sociales. El Estado de Bienestar, surgido en Europa en el último cuarto del siglo XIX, sigue estando presente en los países más desarrollados al mismo tiempo que parecen consolidarse sistemas de protección social en otros lugares del planeta. Sin embargo, su alcance en términos económicos y sus implicaciones sociales y políticas han sido objeto de numerosas críticas que han llegado a poner en cuestión su existencia en las últimas décadas. Además, la crisis financiera que se inició en 2007 ha añadido nuevas presiones al sistema de protección social de la mayoría de los países.

			Therborn (1983) entiende que existe un Estado de Bienestar cuando la mayoría de las actividades del Estado se dedican a promover el bienestar social (y no a otras funciones que también son centrales en los Estados, como la defensa interior y exterior, la garantía del libre comercio, la movilidad de ciudadanos y de mercancías o la administración de justicia). Si se obvia que, de entender en sentido estricto la expresión «mayoría de actividades», resultaría difícil encontrar un listado amplio de Estados de Bienestar, la de Therborn es una aproximación interesante, puesto que indica una de las razones de la importancia del estudio del Estado de Bienestar en los Estados desarrollados contemporáneos, al poner el énfasis en que la mayor parte de sus recursos, o al menos una parte sustantiva de ellos, se destina a promover el bienestar de los ciudadanos.

			Desde principios de los años setenta y, particularmente, en los ochenta del siglo XX comienza a generalizarse la idea de que el Estado de Bienestar estaba abocado a la crisis. La crítica más contundente provino de las corrientes neoliberales (véase HAYEK, 1982) y neoconservadoras (CROZIER et al., 1975). Según sus postulados, el Estado debe limitarse a la provisión de la seguridad colectiva frente al exterior, a la preservación del orden y de la ley (las normas que regulan la propiedad privada o los contratos, esencialmente), así como a la provisión de aquellos bienes públicos que el mercado no puede proporcionar de forma eficiente (por ejemplo, la seguridad interior). En todo caso, el Estado podría intervenir como última red de protección social, y de forma residual, cuando los otros actores y mecanismos fallen. Desde este punto de vista, los Estados de Bienestar son demasiado caros, ineficaces e ingobernables y, en lugar de ser mecanismos para luchar contra los fallos del mercado, impiden el crecimiento económico, además de minar la independencia personal y colectiva (HAYEK, 1982).

			A pesar de la repercusión práctica que tuvieron las ideas de quienes lo cuestionan (véase la revisión de KING y ROSS, 2010), de la globalización de la economía o de los importantes cambios sociodemográficos, que según muchos aconsejan su transformación, la investigación comparativa ha puesto de manifiesto la dificultad de reformar y de recortar el Estado de Bienestar (PIERSON, 1994; ESPING-ANDERSEN, 1996). Uno de los principales obstáculos encontrados por los gobiernos que han pretendido recortar el Estado de Bienestar ha sido, sin duda, el hecho de que sus ciudadanos consideran mayoritariamente que las políticas sociales, como la sanidad o las pensiones, son centrales para mantener su bienestar y creen, además, que esas políticas deben ser prioritarias sobre otras (SVALLFORS, 2010). El aprecio que la ciudadanía siente por el Estado de Bienestar hace que las reformas sean objeto de conflictos sociales de máxima importancia. Solo a partir de los años noventa se ha podido constatar realmente que los Estados de Bienestar se encuentran en proceso de reformas complejas que intentan reorganizar y reestructurar los arreglos de política social existentes, pero para ello los políticos han tenido necesariamente que utilizar estrategias orientadas a esquivar la resistencia ciudadana.

			En definitiva, bien sea por su impacto en las condiciones de vida de las personas y la sociedad, por su relevancia en cuanto a que hoy en día es una parte esencial y significativa de la actividad y de los presupuestos de los Estados desarrollados, o por su importancia debido a la centralidad que tienen en el debate político actual, el Estado de Bienestar y las políticas sociales han seducido a numerosos investigadores, siendo un objeto de estudio especialmente interesante para los científicos sociales de diferentes disciplinas.

			En el caso de España, académicos de distintas disciplinas han abordado el estudio del Estado de Bienestar. Existe una gran cantidad de trabajos publicados en diferentes idiomas que analizan pormenorizadamente distintos aspectos del Estado de Bienestar español (en la última década, véanse, entre los libros en castellano, por ejemplo, ADELANTADO, 2000; GONZÁLEZ-TEMPRANO, 2003; GALLEGO, GOMà y SUBIRATS, 2003; NAVARRO, 2004; RODRÍGUEZ-CABRERO, 2004; RODRÍGUEZ-CABRERO et. al., 2005; GONZÁLEZ Y REQUENA, 2005; ESPINA, 2007; PATXOT Y VIÑAS I FARRE, 2007; MORENO, 2009; ALONSO, GARCÍA y ALEMÁN, 2011; GALLEGO y SUBIRATS, 2011, MORENO, 2013; MORENO-FUENTES y DEL PINO, 2015, entre otros). Se carece, sin embargo, de trabajos sistemáticos en español que se interesen a la vez por las transformaciones del Estado de Bienestar y por una perspectiva comparativa, a diferencia de lo que ocurre en otras lenguas (como excepción podrían citarse MUÑOZ-BUSTILLO, 2000; MULAS-GRANADOS, 2010 y, en inglés, GUILLÉN y LEÓN, 2011, que trata el caso español situándolo en el contexto europeo, véase también FOESSA, 2014).

			En este libro se busca entender cómo se han transformado el Estado de Bienestar y las políticas sociales en las últimas décadas. Desde la segunda mitad de los años noventa del siglo XX, muchos países europeos empezaron a reformar con cierta profundidad sus sistemas de protección social. En otros más rezagados, como los del sur de Europa, la crisis que comenzó en 2007 ha actuado como desencadenante de los cambios más importantes (HEMERIJCK, 2015A; VAUGHAN-WHITEHEAD, 2015). Como veremos en los nuevos capítulos sobre los países del Este europeo, América Latina, Asia y África que incluye esta edición, en otras zonas del planeta, los procesos de democratización, de modernización política, económica y social han propiciado el desarrollo y, a veces, la consolidación de los sistemas de protección social. Desde un punto de vista sectorial, se analizan las políticas, tradicionalmente consideradas como del ámbito social (en concreto: sanidad, pensiones, políticas de lucha contra la pobreza, de atención a los dependientes, de familia y género, de protección por desempleo y los servicios sociales que se incluyen en esta edición). Asimismo, se analizan otros sectores que, como la educación, las políticas activas de empleo o la política fiscal, no suelen ser atendidos en los textos sobre el Estado de Bienestar, pero que, sin embargo, resultan muy relevantes para entender el alcance de los intentos de conseguir un mayor bienestar social.

			Se está interesado en identificar cuáles son los desencadenantes de las transformaciones en los sistemas de protección social (los cambios sociodemográficos o las presiones internacionales, por ejemplo) y de qué manera tales presiones son recibidas por parte del régimen de bienestar o el sector de política específico para producir finalmente un tipo u otro de reforma. En este sentido, se analizarán diferentes dimensiones de los sistemas de protección social como: las características institucionales, el contenido de las políticas sociales, los actores predominantes, el tipo de presiones y desafíos a los que se enfrentan, sus transformaciones recientes, así como sus resultados.

			En este capítulo se presentan los conceptos y los enfoques analíticos utilizados en el libro y se adelantan algunas conclusiones sobre las transformaciones de los sistemas de protección social y las políticas sectoriales estudiadas. En el siguiente epígrafe se realiza una aproximación al concepto de Estado de Bienestar y a la tipología de los regímenes o mundos de bienestar de Esping-Andersen que permite entender la diversidad de este fenómeno. Además, con el objetivo de acotar el alcance del Estado de Bienestar y sus implicaciones se presentan las preguntas de investigación más usuales alrededor del mismo y se reflexiona sobre las ventajas que posee la perspectiva comparada para responderlas. En el tercer epígrafe se discute sobre la naturaleza interdisciplinar y el interés en el que se centran las distintas materias que se ocupan de su análisis. A continuación, se explican los problemas conceptuales y metodológicos del análisis comparado del cambio en el Estado de Bienestar. En el quinto epígrafe se presentan algunos de los principales debates alrededor del objeto de estudio. Finalmente, se ofrece una panorámica del resto del libro y de las aportaciones de cada capítulo.

			II. EL ESTADO DE BIENESTAR Y LAS POLÍTICAS SOCIALES: DEFINICIONES Y PREGUNTAS DE INVESTIGACIÓN

			Aunque, como se verá más adelante, la definición y tipología de Esping-Andersen sobre los tres «mundos» o «regímenes» del bienestar no está exenta de críticas, sigue siendo la más utilizada por los investigadores para entender el alcance del Estado de Bienestar. Partiendo de Marshall, Esping-Andersen (1990: 41) sostiene que la ciudadanía social y la concesión de derechos sociales son los elementos básicos del Estado de Bienestar. La ciudadanía ha evolucionado históricamente alrededor de una serie de derechos interdependientes. A medida que los derechos civiles comenzaron a cristalizar en el siglo XVII, se hizo evidente la necesidad de que estos debían salvaguardarse a través de los derechos políticos, que finalmente fueron conquistados en el siglo XVIII. Sin embargo, los derechos políticos solo podrían hacerse efectivos una vez que se garantizara, a través de los derechos sociales, cierta seguridad y recursos económicos adecuados (MARSHALL, 1950; HICKS y ESPING-ANDERSEN, 2005: 510).

			En opinión de Esping-Andersen (1990: 41), si los derechos sociales se consideran inviolables y la concesión de los mismos depende de la ciudadanía social y no del comportamiento individual, esto supone una desmercantilización del estatus de los individuos (es decir, su supervivencia y su bienestar no se supeditan totalmente a su participación en el mercado laboral, sino que serán parcialmente independientes del mercado, de la caridad o del apoyo familiar). Además, el concepto de ciudadanía social repercute en la estratificación social, pues el estatus de un individuo como ciudadano compite con su estatus o su posición de clase, de forma que el Estado de Bienestar puede reconfigurar el orden de clases sociales existente (ESPING-ANDERSEN, 1990: 41).

			El estudio pionero de Titmuss (1958, 1970) puso de manifiesto la necesidad de una perspectiva comparada para tratar de arrojar luz sobre el contexto y las razones del surgimiento y evolución posterior del Estado de Bienestar. Titmuss demuestra que éste evoluciona de forma distinta en Gran Bretaña, en los países nórdicos y en Estados Unidos, donde el sistema es menos generoso, la obtención de prestaciones sociales está sometida a condiciones y el papel del mercado en el bienestar es más relevante. De ahí que distinguiese entre tres modelos de política social: el modelo de bienestar residual, el modelo de logro personal-rendimiento laboral y el modelo institucional redistributivo (TITMUSS, 1974: 145-146).

			A partir de las aportaciones de Marshall y Titmuss, una de las principales contribuciones de Esping-Andersen es que la combinación de distintos factores políticos y económicos en las sociedades capitalistas condujeron al desarrollo de tres tipos de regímenes de bienestar que reflejan una ideología diferente en relación con la estratificación social, la desmercantilización y el equilibrio entre tres fuentes de provisión del bienestar: el mercado, la familia y el Estado. Estos tres «regímenes del bienestar» tienen diferentes consecuencias en términos sociales, económicos y políticos (ESPING-ANDERSEN, 1990: 47; EMMENEGGER, KVIST, MARX y PETERSEN, 2015) (véase Tabla I.1).

			— En el régimen liberal, el Estado tiene un papel residual en la provisión del bienestar y predominan las prestaciones sociales modestas en su cuantía, que se obtienen si se es elegible por cumplir estrictos criterios que reflejan el grado de penuria o necesidad. Esta situación obliga a los ciudadanos a ser más dependientes del mercado (existe un bajo nivel de desmercantilización) que en los otros regímenes y explícitamente se les anima por medio de incentivos a acudir a él para solucionar sus problemas relacionados con la cobertura de los riesgos.

			— En el modelo conservador (también llamado por la literatura científica corporativista, continental o bismarckiano), el principio básico es el de asegurar los riesgos. La posibilidad de hacerlo depende del estatus laboral, en concreto de la participación en el mercado laboral, por lo que el propio sistema tiende a perpetuar las diferencias de estatus. La familia y, en especial, el varón, como sustentador principal, y la mujer, como ama de casa, son los principales encargados del bienestar. El nivel de desmercantilización es moderado.

			— Finalmente, el régimen socialdemócrata se caracteriza por que la desmercantilización y la universalización de los derechos sociales se extienden a todos los ciudadanos. Se trata de un régimen generoso, con buenos resultados en cuanto a la redistribución de la riqueza y la reducción de la pobreza. Igualmente se hace un esfuerzo activo de desfamilización y en la cooperación para la búsqueda de un nuevo empleo para los desempleados (HICKS y ESPING-ANDERSEN, 2005).

			TABLA I.1

			Modelos de Estado de Bienestar e Indicadores de Política de Bienestar

			
				
					
							
							Elementos del Régimen

							e Impactos

						
							
							Conservador

							(Francia, Italia, España, Alemania, Austria, Bélgica, Japón y Portugal)
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							(Estados Unidos, Irlanda, Canadá, Reino Unido, Australia y Nueva Zelanda)

						
							
							Socialdemócrata

							(Países nórdicos)

						
					

					
							
							Cobertura de la población
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							Universal
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							Reducción de la pobreza
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			FUENTE: HICKS y ESPING-ANDERSEN, 2005: 513.

			La observación de los aspectos del Estado de Bienestar que han interesado a los investigadores es otra forma de aproximarnos al alcance del fenómeno. Dos han sido los conjuntos de preguntas principales de investigación alrededor de los Estados de Bienestar y acerca de las políticas sociales en los últimos cuarenta años (véase PIERSON, 2001c; AMENTA, 2003; HICKS y ESPING-ANDERSEN, 2005; HACKER, 2006). Un primer grupo de trabajos se ha interesado por el Estado de Bienestar como un fenómeno a explicar. Por ejemplo, Flora (1986) investigó sobre las causas del desarrollo del Estado de Bienestar y Heclo (1974) estudió las razones que había detrás de las diferencias entre las políticas de protección por desempleo y pensiones en Suecia y en Reino Unido. Desde al menos los años sesenta, científicos de distintas disciplinas han intentado contestar a preguntas tales como ¿cuáles son los determinantes políticos, económicos o sociales que están en el origen y desarrollo del Estado de Bienestar? o ¿por qué surge el Estado de Bienestar en algunos lugares?, ¿qué factores explican la existencia de distintos regímenes de bienestar o el diferente alcance de determinadas políticas sociales en diversos lugares o períodos de tiempo? A partir de los años ochenta, cuando se empieza a hablar de la crisis del Estado de Bienestar, surgen preguntas como por ejemplo ¿por qué a pesar de que el envejecimiento de la población, la crisis económica o la pertenencia europea afectan de forma parecida a distintas sociedades, las políticas sociales son diferentes en cada lugar? En el contexto de la crisis económica que comenzó en 2007, muchos investigadores están interesados en saber hasta qué punto la crisis cambiará la fisionomía de los sistemas de protección social.

			El segundo grupo de estudios se ha interesado por hasta qué punto los Estados de Bienestar y las políticas sociales pueden explicar distintas circunstancias sociales, políticas o económicas. Además de los académicos de diversas disciplinas, también se han sentido atraídos por esta perspectiva los responsables públicos que trabajan en el sector de las políticas sociales o en otros sectores de política pública, como la económica, los cuales se han interrogado por cuestiones como ¿hasta qué punto el Estado de Bienestar o las políticas sociales son capaces de prevenir la desigualdad o la pobreza? o ¿por qué distintos países (con diferentes o similares políticas sociales) presentan distintas tasas de fecundidad o desempleo? o en su caso, ¿en qué medida, distintos regímenes de bienestar arrojan resultados diferentes en materia de crecimiento económico, calidad de vida e incluso de felicidad de sus ciudadanos?

			III. NATURALEZA DISCIPLINAR Y DIMENSIONES DEL ESTUDIO COMPARADO DEL ESTADO DE BIENESTAR

			Para algunos científicos la política social es una disciplina por derecho propio, como lo demuestra el hecho de que, al menos en ciertos países, se haya alcanzado algún grado de institucionalización a través de la creación de facultades y carreras específicas. Para otros, se trata más bien de un campo u objeto de investigación que puede ser abordado por distintas disciplinas como la Sociología, la Ciencia Política, la Historia, la Economía, el Derecho o la Filosofía (SPICKER, 1995; CLASEN, 2004). Desde este último punto de vista, las políticas sociales y el Estado de Bienestar se benefician de una aproximación multidisciplinar, aunque en diferentes momentos del tiempo y alrededor de distintos debates hayan predominado unas u otras disciplinas. Debe destacarse, no obstante, que con independencia de la disciplina casi siempre ha predominado el análisis comparado entre países, tipos de sistemas de bienestar, políticas o entre diferentes etapas. Además, un común denominador de todas estas disciplinas es el interés, implícito o explícito, que suscita el cambio del Estado de Bienestar.

			La Filosofía social se pregunta, desde un punto de vista más normativo, sobre qué tipo de sociedad deseamos y compara los Estados de Bienestar reales con un ideal de justicia social. Por su parte, la Economía, por ejemplo, se interroga sobre qué modelo de Estado de Bienestar es más eficaz comparando varios de ellos o qué programas son más redistributivos o producen un mayor bienestar agregado. Específicamente, de forma reciente, la Economía Política se ocupa de cómo pueden afectar los programas sociales a la relación entre capital y trabajo (HALL y SOSKICE, 2001). Las aproximaciones desde cualquiera de estas disciplinas y más frecuentemente desde la Sociología, incluyen, además, la perspectiva de género (SKOCPOL, 1992) o se interesan por la relación entre la raza y la etnia, por un lado, y la política social, por otro (ALESINA, GLAESER y SACERDOTE, 2001), entre otros muchos asuntos.

			En concreto, durante los años sesenta y setenta, los sociólogos y los economistas dominaban el debate sobre los determinantes del cambio en el Estado de Bienestar. Las variables explicativas que utilizaron giraron alrededor de la teoría de la modernización, la alianza de clases o el cambio demográfico. A partir de los años ochenta y noventa, sin embargo, el enfoque politológico comparado ha predominado en el debate sobre las transformaciones del Estado de Bienestar (VAN KERSBERGEN y BECKER, 2002), estudiándose las instituciones, los actores sociales, los puntos de veto o los partidos políticos como factores explicativos del alcance y del tipo de cambio, así como, sobre todo, las opciones y límites que, en distintos contextos de bonanza o crisis, tienen los responsables públicos para proceder a la reforma y, en particular, a la retirada o recorte de los principales programas y políticas sociales (CLASEN, 2004: 93).

			Como explica Clasen (2004), la preocupación por el diseño y la implementación de las políticas sociales, y por la manera en que impactan en el bienestar, ha hecho que tales políticas se hayan convertido en una parte de los estudios de Políticas Públicas (policy studies y policy analysis) y, en concreto, de Políticas Públicas Comparadas, enmarcada, a su vez, en la Ciencia Política. Desde este prisma y utilizando la propuesta de Heidenheimer, Heclo y Adams (1990) y HARROP (1992: 5) respecto a las razones principales para emprender la comparación de políticas públicas, la Política Social Comparada tendría como finalidades: a) guiar el diseño hacia mejores políticas sociales; b) entender mejor cómo operan las instituciones gubernamentales y los procesos políticos cuando se enfrentan a problemas concretos de política social; c) comprender mejor los diferentes enfoques de resolución de problemas de política social, que deben consistir cada vez más, debido a la interdependencia creciente, en estrategias de política pública transfronterizas; d) identificar algunas de las condiciones bajo las cuales las políticas tienen éxito o fracasan.

			También dentro de la Ciencia Política, la Ciencia de la Administración se encarga del estudio de modelos alternativos de prestación de servicios y de las formas en que se organiza su provisión —lo que implica, por ejemplo, el estudio de las organizaciones públicas y su relación con el sector privado— y de los empleados públicos —tanto de los altos funcionarios y su influencia en la configuración de las políticas sociales, como de los llamados «funcionarios de ventanilla» (street-level bureaucracy), por ejemplo, los trabajadores sociales, y su papel en la implementación de tales políticas—.

			Finalmente, Mitchell identifica cinco enfoques para comparar los sistemas del bienestar (MITCHELL, 1992) que pueden ayudar a comprender mejor los distintos aspectos que han sido los focos de interés de los analistas de políticas: 1) comparación de las políticas públicas; 2) comparación de los insumos o recursos que se emplean en la provisión del bienestar; 3) comparación de la producción o de los diferentes tipos de reglas y estructuras, que puede implicar el análisis de la participación de otros actores como la familia y el mercado en la producción del bienestar; 4) comparación del funcionamiento detallado de las prestaciones y servicios, es decir, de las fuentes de financiación y de los medios de suministro de los mismos; y 5) comparación de los resultados e impactos de las políticas o quienes se benefician de ellas.

			IV. CÓMO ESTÁN CAMBIANDO LAS POLÍTICAS SOCIALES Y EL ESTADO DE BIENESTAR

			Muchos de los problemas del análisis comparado de las políticas sociales y del Estado de Bienestar son comunes a cualquier investigación social comparativa. Se pueden citar, por ejemplo, las dificultades relacionadas con la generación de datos que sean comparables, la identificación o la formulación de conceptos apropiados que puedan ser aplicables y útiles en los distintos países comparados, o que sean lo suficientemente sensibles como para captar las diferencias históricas o culturales.

			Bajo lo que se ha dado en llamar «el problema de la variable dependiente» (GREEN-PEDERSEN, 2004, 2007; CLASEN y SIEGEL, 2007), en los últimos años se ha reflexionado sobre las dificultades conceptuales y metodológicas que se plantean específicamente en la investigación comparada respecto a la transformación del Estado de Bienestar y las políticas sociales, y, en concreto, sobre: qué dimensiones cambian, cómo estimar el alcance y la dirección del cambio, qué indicadores pueden medirlo mejor, e, incluso, cuál es el nivel de análisis adecuado para captarlo.

			Una primera forma de delimitar el cambio sería distinguir entre la evolución natural del sistema y el cambio deliberado o reforma. Este último puede entenderse en el sentido de «hacer algo» con los programas del bienestar, y, también, en el de no hacerlo, por ejemplo, dejando que las prestaciones sociales que reciben ciertos beneficiarios pierdan poder adquisitivo (BAUER et al., 2012). Aunque el principal interés de este libro se centra en el cambio deliberado, también se reflejan otros cambios sufridos por el Estado de Bienestar relacionados con decisiones de «no hacer» (véase, por ejemplo, BIANCULLI, JENNE y JORDANA, 2012). En los capítulos dedicados a la pobreza o al régimen de bienestar mediterráneo se pueden observar ambas aproximaciones.

			La investigación actual no duda en considerar cambios en las políticas sociales de muy distinta naturaleza. El catálogo de reformas emprendidas en cualquiera de los sistemas de protección se ha hecho más variado debido a diversas razones como la necesidad de atender a colectivos específicos, personalizar los servicios o simplemente tratar de evitar el castigo electoral mediante reformas más sutiles. En casi todos los sectores de política social analizados en este libro se podrá observar, por ejemplo, que los intentos de recorte del gasto de los años ochenta han dejado paso a reformas más complejas.

			Una de las conclusiones del libro es que los cambios pueden afectar a diferentes dimensiones de las políticas: a la estructura de las prestaciones (forma de cálculo, nivel y duración, por ejemplo de las pensiones o de la protección por desempleo); a los criterios de elegibilidad (los requisitos para que los ciudadanos tengan derecho a servicios o a prestaciones, haciéndolos más estrictos, como puede observarse en las reformas de las pensiones o la protección por desempleo); al establecimiento de nuevos deberes (como el de buscar activamente un empleo o realizar un trabajo social); la reconceptualización de los beneficiarios de las prestaciones (como el considerar empleables a colectivos que antes no lo eran, por ejemplo, los discapacitados o los mayores); al tipo, cantidad y calidad profesional de las personas que prestan el servicio, o a modificaciones organizativas menores, u otras más importantes como el traspaso de la titularidad de la política a otro nivel de gobierno o su gestión a una organización privada o al tercer sector, quedándose el Estado solo con las competencias reguladoras, tal y como se verá en los capítulos dedicados a la política sanitaria o a las pensiones.

			En cuanto a la clase de cambio que puede producirse en la política, Hall (1993: 278 y 279) distingue tres tipos: a) el cambio de primer orden que aplicado al Estado de Bienestar consistiría en una utilización distinta de los instrumentos de política existentes (por ejemplo, elevar las contribuciones o reducir las prestaciones); b) de segundo orden implica modificar tales instrumentos, sin que supongan un cambio en la naturaleza del régimen de bienestar (como la introducción de nuevas reglas de cálculo para la pensión); c) de tercer orden, que modifica los instrumentos de política e introduce una nueva lógica del bienestar (por ejemplo, haciendo que un derecho o servicio deje de ser universal). Mientras que los cambios de primer y segundo orden se pueden considerar como parte de la actividad normal en la elaboración de las políticas, los de tercer orden implican un cambio sustancial o, según la propia terminología de Hall, un cambio «paradigmático». Precisamente esta es la secuencia descrita en el caso del régimen de bienestar conservador, que se expone en el siguiente capítulo de este libro.

			Pierson (2001b) explica que el tipo de reforma perseguido en cada régimen es distinto: los liberales tienden más a la re-mercantilización (recommodification) o grado en que un individuo pasa a ser más dependiente de mercado, los nórdicos se inclinan por la contención del gasto (cost-containment) y los continentales se dirigen a la recalibración (recalibration), bien a través de la racionalización de los programas públicos para que sigan pudiendo satisfacer los viejos objetivos del bienestar, o bien mediante la actualización de los programas con la finalidad de alinearlos con las características del nuevo entorno económico y social. Incluso en cada sector de política tiende a predominar un tipo u otro de reforma (mercado de trabajo; pensiones y sanidad; políticas de familia y conciliación, respectivamente).

			El cambio también puede ser diferente en cuanto a su ritmo. Se considera que un cambio es incremental si consiste en pequeñas modificaciones, poco transformadoras por sí solas —lentas en sus efectos—, aunque la suma de ellas a lo largo del tiempo conduzca a que la política cambie de forma sustancial, como se podrá observar en los capítulos dedicados a la protección por desempleo o a las pensiones de jubilación. El cambio radical, sin embargo, se produce mediante reformas transformadoras, con efectos rápidos. Como es fácil imaginar, con los primeros es más fácil lograr el consenso y tienden a ser más pacíficos. Los gobiernos pueden preferirlos por ser menos arriesgados electoralmente.

			En los últimos años se ha discutido ampliamente acerca de qué aspectos del bienestar deben tenerse en cuenta para estimar el alcance de las reformas. El debate ha girado sobre si lo que tiene que tomarse en consideración son los cambios que se producen en las políticas en sí o los efectos que estos cambios tienen sobre los ciudadanos (el capítulo dedicado a educación introduce especialmente esta perspectiva del impacto de las políticas). Mientras que el fijarse en los policy outputs es criticado por quienes sostienen que los cambios en las políticas son solo importantes si afectan a la vida de los receptores de las prestaciones y servicios, la afirmación de que solo se produce reforma cuando se ven afectados los derechos ciudadanos es criticada por ser demasiado estrecha. En opinión de Green-Pedersen (2004), si, por ejemplo, se quiere analizar cuál es la influencia de las variables electorales sobre el cambio, a priori parece una definición más adecuada aquella que se preocupa por el efecto de los cambios en la vida de los ciudadanos; sin embargo, la pretensión gubernamental de cambiar aspectos relativos a cómo gestionar los programas de pensiones o de desempleo, aunque no suponga una modificación de los derechos, puede ser suficiente para desencadenar la actuación de actores o instituciones con intereses en juego.

			En cuanto a los efectos sobre los ciudadanos como se observa a lo largo de todos los capítulos del libro, las reformas realizadas desde mitad de los años noventa incluyen cambios que han tendido a proteger mejor a diversos colectivos escasamente cubiertos por el sistema como los trabajadores con trayectorias laborales incompletas, las mujeres o las personas en situación de dependencia. Sin embargo, también se han producido cambios que tienen como consecuencia la reducción de derechos o de prestaciones en relación con la situación inmediatamente anterior a ese cambio.

			En cuanto a los indicadores más apropiados para medir el cambio, el indicador de las variaciones en el gasto sigue siendo ampliamente utilizado porque los datos de gasto social son fáciles de encontrar y, en cualquier país, cubren los principales programas. Sin embargo, en los últimos años los investigadores se han vuelto especialmente cuidadosos y sus análisis más sofisticados (véase KITTEL y OBINGER, 2003). La utilización del llamado esfuerzo en bienestar (gasto social como porcentaje del PIB) ha sido repetidamente criticada (ESPING-ANDERSEN, 1990; ALBER, 1996; CLAYTON y PONTUSSON, 1998; CASTLES, 2009; SIEGEL, 2007). Las conclusiones acerca de la limitada propensión al recorte de los programas de bienestar se vieron reforzadas durante años debido a la identificación de este con la reducción del gasto social (GREEN-PEDERSEN, 2004). Una vez constatado que el gasto social no se había modificado de forma significativa sino que incluso había aumentado, se concluía que los recortes no se habían producido. El trabajo de Castles (2004) puede ilustrar este problema. Analizó los 21 países de la OCDE, entre 1980 y 1998, y concluyó que el gasto social se había mantenido constante o se había incrementado, en general. Sin embargo, al descender un nivel de análisis y revisar las tasas de cobertura o duración de las prestaciones, observó que se producían recortes en algunos programas y expansión en otros.

			Efectivamente, se ha puesto de manifiesto la estrecha dependencia que existe entre el gasto social en algunos programas como el desempleo y la situación económica (por ejemplo, el gasto en desempleo crece porque hay más parados y no porque las prestaciones sean más generosas). Algunos, por ejemplo, proponen que los gastos en desempleo se analicen manteniendo constante el número de receptores (SIEGEL, 2007). Green-Pedersen (2004) recuerda también el hecho de que un elevado gasto público puede ser indicador de ineficiencia más que de generosidad del Estado de Bienestar, o que determinados cambios no puedan ser captados por este indicador sino solo una vez que haya transcurrido el tiempo, o que más gasto no significa más redistribución.

			Clayton y Pontusson (1998) plantean el uso de indicadores alternativos o complementarios al gasto, por ejemplo, relacionados con la forma en que se organiza el sector público, la prestación de servicios, el desarrollo del empleo público o la (in)equidad o (in)seguridad en el empleo. De hecho, estos autores consideran que si se hubiera hecho uso de este tipo de indicadores, las conclusiones de autores como Pierson sobre la limitada capacidad de recorte que tuvieron los gobiernos de Thatcher y Reagan en los años setenta y ochenta podrían ser puestas en duda. En este libro, la importancia del uso de estos indicadores se pone especialmente de manifiesto en el capítulo dedicado al régimen liberal, donde se explica que precisamente el énfasis en el gasto social deja escapar matices interesantes sobre el alcance del Estado de Bienestar en los países anglosajones. De la misma manera, en el capítulo dedicado a educación se pone explícitamente de manifiesto cómo la importancia del gasto es solo relativa, siendo la estrategia de gasto (el cómo se gasta) más relevante para explicar los resultados de esta política. Finalmente, la discusión sobre el gasto justifica el estudio de la política fiscal, tal y como se hace en el último capítulo de este libro.

			Por último, no hay duda de que la investigación comparativa se ha beneficiado del desarrollo de las bases de datos internacionales. La Unión Europea ha actualizado en 2015 sus indicadores relativos a políticas sociales para facilitar el seguimiento de la Estrategia 2020 con datos de Eurostat (Social Protection Committee, 2015). La llamada SOCX (Social Expenditure Database) de la OCDE u otras bases de diferentes organismos internacionales como la OIT o CEPAL, permiten comparar el contenido de las políticas y medir su impacto. Como han puesto de manifiesto De Deken y Kittel (2007) y Siegel (2007), cuando se trata de comparar entre regiones del mundo, estas fuentes pueden presentar problemas derivados, por ejemplo, de la dificultad de elaborar definiciones consensuadas de los programas sociales en cada país a lo largo del tiempo. A ellos habría que añadir el alcance limitado de estas u otras bases, especialmente por lo que se refiere a países en desarrollo, lo que hace que muchas veces sea difícil encontrar información comparable entre países de distintos continentes.

			V. LOS SEIS TEMAS PRINCIPALES ALREDEDOR DEL CAMBIO EN EL ESTADO DE BIENESTAR

			El análisis de las transformaciones del Estado de Bienestar o los sistemas de protección social se ha centrado en distintas dimensiones que abarcan desde la búsqueda de categorías que sean capaces de capturar la variabilidad del modo en que se organiza el bienestar en distintos lugares y su cambio a lo largo del tiempo, hasta el planteamiento del futuro de este modelo de Estado. De ellos se trata a continuación.

			1. LA VIGENCIA DE LOS REGÍMENES DE BIENESTAR EN OTROS LUGARES DEL PLANETA. SU CAPACIDAD PARA EXPLICAR EL CAMBIO


			El intento de categorizar los diferentes sistemas de bienestar ha sido una actividad principal de la investigación comparada. Sin duda, los tres mundos del bienestar capitalista de Esping-Andersen (1990:19) han sido centrales para comprender que «no todos los Estados del Bienestar son del mismo tipo», sino que cada uno de ellos se estructura según «su propia y diferente lógica de organización, estratificación e integración social» y que sus «orígenes se deben a distintas fuerzas históricas y siguen unas trayectorias de desarrollo cualitativamente diferentes». Esta tipología ha sido objeto de diferentes críticas (ARTS y GELISSEN, 2002: 138 ss.). De ellas interesan aquí tres especialmente. Por un lado, se ha criticado su vigencia pues desde que Esping-Andersen presentara los «tres mundos del bienestar» han pasado veinticinco años (véase el monógrafico del Journal of European Social Policy editado por Emmenegger, Kvist, Marx y Petersen en 2015, para conmemorar este aniversario). Sin embargo, el reciente trabajo de Ferragina, Seelib-Kaiser y Spreckelsen (2015) ha comprobado que continúan siendo una herramienta analítica potente para predecir los resultados en términos de desigualdad y pobreza. Además, se objeta que, al igual que otras tipologías existentes, es demasiado determinista y sirve para explicar mejor la divergencia (se espera que cada régimen siga su propia senda) que la convergencia, que a veces se produce entre los regímenes (LEIBFIED y MAU, 2008), tal y como se discutirá más adelante al hablar de la globalización.

			Por otro lado, algunos investigadores critican que la clasificación tripartita posee un alcance limitado para dar cuenta de algunos países con sistemas de bienestar no incluidos en ella. Se dice, por ejemplo, que los tipos no parecen exhaustivos, ni exclusivos; que adolecen de problemas metodológicos, pues de haberse utilizado otros indicadores, la clasificación de algunos países cambiaría; asimismo, que no captura el importante papel desempeñado por las familias y las mujeres en la provisión del bienestar, fruto de la particular división del trabajo entre sexos (ORLOFF, 1993). También se observa que la clasificación se centra excesivamente en las transferencias y no en los servicios, o en otras herramientas propias de la política fiscal, cuya importancia es esencial (JENSEN, 2008). Asimismo, se mantiene que la relevancia concedida en la tipología a la «desmercantilización» como el principal propósito de los Estados de Bienestar deja fuera otros objetivos de éste, por ejemplo, lograr una amplia participación en el mercado de trabajo, lo que daría lugar a otra tipología (LEIBFRIED y MAU, 2008-2009). En este sentido, Kasza (2002) se queja de que el uso de la tipología puede limitar los resultados de la investigación, al crear una ilusión sobre su alcance. Por último, como revela el análisis de políticas específicas, en ocasiones, los distintos grupos de familias de países no se corresponden con los que forman parte de cada uno de los regímenes (según veremos en algunos de los capítulos de este libro).

			Respecto a las tipologías que se proponen, en algunos casos son alternativas a la de Esping-Andersen, mientras que en otros simplemente introducen un tipo adicional para reflejar la situación de países como España, a los cuales inicialmente Esping-Andersen (más tarde sí, véase la Tabla I.1) no incluía entre los Estados que podían pertenecer a alguno de sus tipos. La inclusión del tipo mediterráneo (o de los países del sur, véase FERRERA, 1996; BONOLI, 1997; CASTLES y OBINGER, 2008; Latin Rim, véase LEIBFRIED, 1992) reflejaría características como la impronta católica, su desarrollo tardío, así como el fuerte papel de la familia en la provisión del bienestar en países como Italia, Grecia, Portugal y España (véase el capítulo de Moreno y Marí-Klose en este volumen). Aunque Esping-Andersen incluye a Australia y Nueva Zelanda entre los países con un régimen liberal (Tabla I.1), otros como Castles y Mitchel (1993) consideran que estos países de las Antípodas tienen un enfoque más inclusivo en términos de cobertura respecto a los países que tradicionalmente se clasifican en el régimen liberal, puesto que en ellos la seguridad en el empleo y el control salarial tienen especial importancia para perseguir la redistribución.

			Algunos investigadores se preguntan si distintos países cuyos Estados realizan un esfuerzo significativo en la provisión del bienestar y que no fueron incluidos por Esping-Andersen en su tipología podrían encajar en ella. Se trata de países de otras partes del planeta, como algunos del mundo islámico, África, América Latina, India y las economías altamente industrializadas del Este asiático —Corea del Sur, Taiwán, Singapur o Hong-Kong— (recuérdese que Esping-Andersen incorpora Japón al régimen corporativista). Así, Gough (2004: 15) ha intentado reconceptualizar el paradigma de los regímenes de bienestar del Norte para intentar comprender la naturaleza y diversidad de las políticas del Sur.

			Gough (2004) plantea que debe tenerse en cuenta que los Estados de Bienestar son solo una de las familias de regímenes de bienestar en un mundo donde existen otras. Distingue además entre los denominados regímenes de seguridad informal y los regímenes de inseguridad. En los regímenes de Estado de Bienestar predomina la economía capitalista y la democracia liberal; además, el papel del Estado en la provisión es muy importante (aunque desigual en función de que se trate del régimen conservador, liberal, socialdemócrata o mediterráneo). En el régimen de seguridad informal (WOOD, 2004), la división del trabajo no es solo de tipo capitalista, las familias utilizan estrategias diversas para su supervivencia y siguen desempeñando un papel importante en la provisión del bienestar, ya que el Estado es débil y las relaciones son frecuentemente clientelares. Dentro de este régimen, Barrientos (2004) identifica los regímenes liberales-informales de bienestar en América Latina y Gough (2004) define los sistemas productivos en el Este asiático, en donde, a pesar de que el Estado está principalmente orientado al crecimiento, las políticas sociales están subordinadas a tal propósito (HOLLIDAY, 2005: 148), con la excepción reciente de algunos países como Japón, Corea del Sur y Taiwan, que han extendido su sanidad o las pensiones de jubilación a sectores no productivos (HWANG, 2011; PENG y WONG, 2010). Finalmente, los regímenes de inseguridad, especialmente en el África subsahariana (BEVAN, 2004), se caracterizan por un modelo de capitalismo predatorio y un Estado que frecuentemente es corrupto o inexistente.

			2. FACTORES EXPLICATIVOS DEL SURGIMIENTO Y DEL CAMBIO


			La identificación de los factores explicativos del surgimiento y evolución del Estado de Bienestar ha sido uno de los temas que ha suscitado más interés por parte de los científicos sociales. La investigación comparativa se ha interesado especialmente por la capacidad de estos factores para explicar los cambios que tienen lugar en los distintos regímenes y en las diferentes políticas y sobre su poder explicativo a lo largo de todas las fases por las que ha atravesado el Estado de Bienestar (GREEN-PEDERSEN y HAVERLAND, 2002).

			Desde su surgimiento a finales del siglo XIX en Alemania, el Estado de Bienestar ha pasado por una fase de desarrollo y consolidación, la llamada Edad de Oro del capitalismo entre 1940 y 1970 y una compleja etapa de crisis a partir de los años setenta. Por lo que se refiere a las últimas décadas, tal y como veremos en los distintos capítulos del libro, desde los años ochenta comienza a aparecer en el debate político de las democracias occidentales la idea de recorte o retirada (retrenchment) del Estado de Bienestar. Tras décadas de crecimiento, la vehemencia de los discursos de líderes tan influyentes como M. Thatcher y R. Reagan sobre los supuestos negativos efectos sociales y económicos del Big Government, hizo pensar que la hora del desmantelamiento del Estado de Bienestar había llegado.

			Sin embargo, tras analizar la reforma del bienestar en Reino Unido y Estados Unidos durante la década anterior, Pierson (1994) demostró que a pesar de los intentos de reducir el Estado de Bienestar, el recorte efectuado no había sido tan significativo en las políticas sociales. Se argumentó incluso que determinadas políticas, como la de pensiones o desempleo, o regímenes de bienestar, como el conservador, eran casi imposibles de reformar, estaban «congelados» (ESPING-ANDERSEN, 1996). Ya a finales de la década de los noventa, sin embargo, algunas investigaciones empezaron a advertir de la necesidad de revisar ciertos aspectos metodológicos en relación a como se había medido el cambio (ALBER, 1996; CLAYTON y PONTUSSON, 1998), y a partir de la década de 2000, los datos demostraban que las reformas restrictivas no eran tan imposibles de implantar como parecía (SEELEIB-KAISER, 2008).

			Para algunos autores (por ejemplo, ESPING-ANDERSEN, 1996 y otros), los factores que sirvieron para explicar el surgimiento y expansión del Estado de Bienestar entre 1890 y 1973 —en particular, los de tipo socioeconómico y los relacionados con los actores sociales y partidos políticos, así como las instituciones—, siguen siendo útiles para dar cuenta tanto de su estabilidad y resistencia ante las intenciones de reforma y recortes (1973-1995), como de su demostrada reforma, algunas veces consistente en recortes o cambios sustantivos (desde 1995 hasta la actualidad). Por el contrario, Pierson (1994) y gran parte de la literatura científica a partir de este autor han sostenido que son necesarios nuevos enfoques.

			En relación con su surgimiento y primer desarrollo, se pueden destacar al menos tres grupos de teorías. Desde las perspectivas funcionalistas, el Estado de Bienestar sería el resultado de la industrialización (WILENSKY, 1975; GIDDENS, 1973). La emigración y la urbanización desordenada de las ciudades industriales generaron nuevas necesidades sociales que ponían en riesgo la estabilidad social y el proceso de acumulación económica. Como respuesta a esta situación, el aparato del Estado empezó a proveer determinados bienes sociales, lo que fue facilitado por el crecimiento económico. Más que la importancia de la industrialización como desencadenante de los procesos sociodemográficos que conducen al Estado de Bienestar, otros autores consideran que la relevancia de la industrialización tiene más bien que ver con la movilización social y política producida por ella (FLORA y HEIDENEIMER, 1981).

			En segundo lugar, a pesar de que los primeros pasos en política social se dieron en países conservadores y autoritarios (HICKS y ESPING-ANDERSEN, 2005), el enfoque de los recursos de poder es útil para explicar el crecimiento del Estado de Bienestar (KORPI, 1983). Según este enfoque, el Estado de Bienestar es el resultado del conflicto entre las clases sociales y, en particular, de la fortaleza de la clase trabajadora apoyada, especialmente, por los partidos socialdemócratas y los sindicatos. En tercer lugar, la teoría institucionalista sostiene, en esencia, que la fragmentación del poder y la existencia de puntos de veto retrasarían el desarrollo del Estado de Bienestar (HUBER, RAGIN y STHEPHENS, 1993). Los Estados centralizados con grandes e influyentes burocracias serían un caldo de cultivo adecuado para ese desarrollo, mientras que los Estados débiles o fragmentados lo habrían dificultado. Asimismo, diferentes tipos de sistemas políticos, parlamentarios o presidenciales o de sistemas de partidos generarían distintas oportunidades para el desarrollo del Estado de Bienestar (entre otros, LIJPHART, 1984; ORLOFF y SCKOPOL, 1964; INMMERGUT, 1990; ROTHSTEIN, 1998).

			Estos tres enfoques han sido cuestionados por lo que se refiere a su capacidad para explicar las reformas de los Estados de Bienestar en las últimas décadas. Buena parte de ello tiene que ver con el trabajo de Pierson, a su vez inspirado en el de Sckopol sobre el desarrollo del Estado de Bienestar en EEUU y las ideas de Weaver (1986). Pierson explica que el Estado de Bienestar forma ya parte del corazón de las sociedades occidentales y ha generado compromisos difíciles de traicionar sin que los gobiernos sufran el castigo electoral. En general, estas circunstancias hacen que las posibles reformas se limiten a cambios más bien modestos, reformándose solo aspectos que siguen la senda marcada por las políticas existentes (path dependence) —ya se trate de pensiones, sanidad u otras—. Aunque en épocas de crisis, una parte del electorado puede ser más tolerante con cambios fundamentales en las políticas sociales (BROOKS y MANZA, 2013) y, en contextos de turbulencias económicas, los políticos pueden llegar incluso a presumir de sus recortes para demostrar al electorado que son políticos responables (BONOLI, 2012), en la mayoría de los casos si un gobierno corta sustantivamente las políticas sociales se ve obligado a buscar estrategias para evitar el castigo en las urnas (CALZADA y DEL PINO, 2013; WENZELBURGER, 2014; VIS, 2015).

			Veamos cuáles son las limitaciones de los tres grupos de teorías para explicar el cambio. En primer lugar, además de los límites a las reformas que imponen los legados de política (las características de las políticas en marcha en ese momento), Pierson, también desde los enfoques institucionalistas, mantiene que si la fragmentación del poder dificultó el surgimiento del Estado de Bienestar, también debería explicar su más fácil reforma o recorte. Sin embargo, este autor cuestiona el hecho de que la concentración o la menor fragmentación del poder obstaculicen las reformas. Aunque la fragmentación proporciona vetos (por ejemplo, en un sistema de gobierno multinivel los gobiernos subnacionales pueden vetar las reformas del gobierno central), también es eficaz para difuminar la culpa (por ejemplo, un gobierno nacional puede acusar a la Unión Europea de obligarle a recortar) y facilitar los recortes desde un punto de vista electoral. Además, otra crítica a los institucionalistas se refiere a que sus aportaciones son útiles para explicar la continuidad de las políticas, pero no lo son tanto para dar razón de la reforma o de los cambios radicales que se han producido en algunos Estados de Bienestar. Dicho de otro modo, predicen mejor la estabilidad que el cambio.

			En cuanto a la teoría de los recursos de poder, aunque se ha reconocido la importancia de los partidos de izquierda y de los sindicatos para la formación de las políticas sociales (PIERSON, 2001; IVERSEN y STEPHENS, 2008; SEGURA UBIERGO, 2007, para el caso de América Latina), según Pierson (1994, 1996) la pérdida de poder de la socialdemocracia y de los sindicatos —la densidad sindical, por ejemplo, ha descendido en la OCDE de un 34 % a un 18 % desde 1975 hasta 2008 (PIERSON, 2011)— no puede explicar el hecho de que los programas públicos del bienestar continúen existiendo. Este último autor considera que el análisis debe cambiar el énfasis desde el movimiento obrero a las clientelas surgidas alrededor de los programas del bienestar —por ejemplo, los pensionistas— (PIERSON, 1994). Estas se convierten en importantes actores políticos cuando tienen capacidad de movilización con consecuencias electorales. Esta perspectiva trata a la clase media (BALDWIN, 1990), los empleadores (MARES, 2010), los movimientos de mujeres o a los trabajadores del Estado (DE SWAAN, 1998) como colectivos que también tienen intereses en el desarrollo del Estado de Bienestar. Recientemente, los investigadores están especialmente interesados en determinar si hay diferencias entre las políticas de respuesta a la crisis que ponen en marcha los partidos socialdemócratas y los partidos liberales o conservadores, o si el único margen de maniobra que tienen es el de cómo explicar a la opinión pública reformas que les vendrían impuestas por las circunstancias.

			Por último, según los enfoques funcionalistas y neofuncionalistas, fenómenos como la postindustrialización o el envejecimiento de la población pueden jugar un papel decisivo en la etapa actual de reforma de todos los Estados de Bienestar. En su reciente propuesta del «enfoque funcional abierto» (open functional approach), Van Kersbergen y Vis (2014) sugieren que las presiones funcionales exógenas y endógenas limitan la capacidad de adoptar decisiones de los actores políticos, pues en función del contexto tienden a imponerse unas determinadas ideas, actores o intereses sobre otros.

			Es muy probable que ninguno de estos tres grupos de teorías sirva para explicar completamente el desarrollo del Estado de Bienestar. Por ejemplo, hay que tener en cuenta que cada institución es deudora de su época y la consolidación del Estado de Bienestar europeo no podría entenderse desligado de la etapa posterior a la II Guerra Mundial y del proceso de reconstrucción europea del que Estados Unidos fue un actor relevante con la intención, entre otras, de contener el comunismo. En los últimos años, algunos investigadores, insatisfechos con el poder explicativo de los enfoques existentes para dar cuenta de las reformas del Estado de Bienestar, han puesto el énfasis en el papel del discurso normativo y la presencia de una elite convencida de que es necesario «construir socialmente la necesidad de reformar» (COX, 2001; SCHMIDT, 2002; ROOS, 2000). El constructivismo hace hincapié en factores cognitivos para explicar el comportamiento y los outcomes sociales; este enfoque ha recibido distintas etiquetas como «interpretavismo» o hermenéutica. La decisión de la reforma es política y no para todo el mundo resulta evidente su necesidad. La reforma exige de un discurso capaz de vencer el escepticismo de los que se resisten, a fin de persuadirles de su indispensabilidad, generalmente se apela a sus ventajas socioeconómicas, pero también a los valores normativos presentes en cada sociedad. Solo así es posible «configurar la trayectoria» necesaria para encarnar la reforma (COX, 2001: 475).

			Finalmente, Carnes y Mares (2007), tras cuestionar la capacidad explicativa de algunos de los enfoques expuestos, han reclamado la necesidad de acumular más investigación, más casos procedentes de otros lugares del planeta sobre los factores determinantes, la secuencia de desarrollo del Estado de Bienestar o la necesidad de incluir nuevas variables explicativas, como el papel de las empresas a favor del desarrollo de la protección social, el grado de apertura económica, u otras circunstancias.

			3. LOS RESULTADOS DE LOS DISTINTOS TIPOS DE REGÍMENES Y DE LOS DIFERENTES TIPOS DE POLÍTICAS


			El Estado de Bienestar tiene consecuencias respecto a las relaciones de género o entre grupos étnicos, entre generaciones y entre clases sociales. De manera general, lo que principalmente se espera del mismo es que tenga un impacto positivo en la eliminación de la pobreza y la desigualdad, bien a través del incremento de los ingresos de una parte de los ciudadanos y por medio de transferencias —que serán financiadas mediante impuestos progresivos y contribuciones sociales—, o bien con la provisión de servicios públicos para la población, o ambas. Además, los científicos sociales también se han preocupado por el impacto del Estado de Bienestar en términos macroeconómicos, el crecimiento económico, el empleo o la inflación, entre otros.

			Sin embargo, en los años sesenta del siglo XX, algunos análisis llamaron la atención sobre el hecho de que, a pesar de la extensión del Estado de Bienestar, la pobreza y la desigualdad seguían persistiendo (HICKS y ESPING-ANDERSEN, 2005). Por ejemplo, la decisiva obra de Piketty (2013) ejemplifica su teoría con el caso de Estados Unidos, donde demuestra que la desigualdad comenzó a crecer exponencialmente a partir de 1980 con el gobierno de Reagan, mientras que antes, la existencia de determinadas políticas que apoyaban a las rentas del trabajo, la habían contenido. El efecto redistributivo del Estado de Bienestar ha sido confirmado por numerosos estudios a lo largo del tiempo (SAUNDERS, 2010). Recientemente, el trabajo de Ferragina et al. (2015: 300) muestra que todos los regímenes de bienestar analizados (socialdemócrata, conservador, liberal y mediterráneo) tienen un efecto importante en la reducción de la pobreza y la desigualdad (de entre los catorce países analizados, España es el que peor resultado arroja). Sin embargo, también detectan que la eficacia de unos y otros es diferente y estable en el tiempo, incluso en el actual periodo de crisis, siendo los regímenes mediterráneo y liberal los menos capaces de lograr sus objetivos. Además, dentro del mismo régimen también demuestran que unos países son más eficaces que otros en relación con determinados colectivos concretos.

			Los Estados de Bienestar menos generosos e inclusivos dejan lagunas sin cubrir respecto al bienestar (HICKS y ESPING-ANDERSEN, 2005). Como veremos en los capítulos correspondientes, el objetivo básico de aseguramiento contra los riesgos de los regímenes conservador y mediterráneo reproduce las diferencias de estatus y conduce a la dualización laboral y del sistema de protección, entre los insiders, trabajadores con carreras laborales largas y estables, y los outsiders (véase RUEDA, WIBBELS y ALTARMINADO, 2015, sobre dualismo). Asimismo, durante mucho tiempo, en los países mediterráneos no se han desarrollado alguno de los denominados «pilares» del bienestar, tales como la atención a las personas en situación de dependencia o a las familias, debido al papel atribuido a las mujeres como cuidadoras, lo que limita su eficacia en términos de proteger a determinados colectivos.

			También existe un interesante debate sobre qué tipo de programas corrigen mejor la desigualdad y la pobreza. Uno de estos debates clásicos es el que discute si los programas sociales focalizados —es decir, los que destinan los recursos a grupos específicos, como los más necesitados que cumplen determinados requisitos, por ejemplo, los inmigrantes o los más desfavorecidos en general— son más eficaces que los programas universales —esto es, los servicios o prestaciones uniformes que benefician a todos los ciudadanos independientemente de su renta o clase social—. Desde que Korpi y Palme (1999) presentaran su «paradoja de la redistribución», se ha considerado que los programas universales reducen la pobreza mientras que los focalizados, predominantes en el Reino Unido o Estados Unidos, la empeoran debido al juego político alrededor de los diferentes tipos de programas. La focalización sería una especie de «estrategia Robin Hood», en la que se quita dinero a los más afortunados económicamente para distribuirlo entre los más pobres. Estos ciudadanos afortunados pueden considerarse contribuidores netos del Estado de Bienestar, ya que pagan impuestos, pero no se benefician de las prestaciones, lo que a la larga puede socavar su apoyo al sistema y provocar que los programas sean menos generosos y, también, más fáciles de recortar.

			Aunque, los programas universales han sido criticados por producir el llamado «efecto Mateo»: «el rico se hace más rico y el pobre se hace más pobre», Korpi y Palme demostraron que los regímenes universalistas arrojan mejores resultados en la reducción de la pobreza. Los ciudadanos acostumbran a proporcionar más apoyo a los programas por los que pagan, pero de los que también se benefician y, en principio, cuando puede reunirse bajo las mismas instituciones del bienestar a los más desfavorecidos con los afortunados, las cosas mejoran para ambos (KORPI y PALME, 1999), puesto que se produce una mayor presión por la calidad de los mismos. A pesar de todo, un reciente estudio de Brady y Bostic (2015) matiza algunos de estos resultados de Korpi y Palme. Los autores no encuentran relación entre pobreza y focalización, ni entre universalismo y preferencias por la redistribución aunque sí hallan una relación negativa entre focalización y tales preferencias.

			Otro debate interesante es el que trata sobre la (in)conveniencia de sustituir programas financiados mediante contribuciones sociales, como las pensiones de jubilación contributivas o la prestación por desempleo, por otros financiados a través de los impuestos. Como los beneficiarios de estos nuevos programas ya no podrían apelar a que, en realidad, se trata de un «salario diferido por el que ya han contribuido», al Estado le sería más fácil realizar ajustes que, además, generarían menos resistencia. Entre los debates sobre qué programas de política social pueden ser más eficaces, cabe mencionar el referido al creciente número de trabajadores pobres (FRAISER, GUTIÉRREZ y PEÑA-CASAS, 2011) y el problema de si las prestaciones que complementen su escaso salario pueden ser eficaces para reducir la pobreza laboral sin arrastrar a la baja los salarios (ZALAKAIN, 2015).

			También se discute en relación a la conveniencia de adoptar unos u otros tipos de programas. La evidencia parece demostrar que las prestaciones para aquellos en edad de trabajar tienen un efecto redistributivo mayor que las que se dirigen a los jubilados (SAUNDERS, 2010). Aunque se ha demostrado que el gasto social destinado a prestaciones sociales para aquellos que están en edad de trabajar puede llegar a tener efectos redistributivos, incluso mayores que el crecimiento económico y el empleo (CASTLES, 2009a), Hicks y Esping-Andersen (2005: 521) sostienen que lo que verdaderamente tiene efecto sobre la eliminación de la pobreza es que hombres y mujeres tengan trabajos estables y bien pagados, precisamente lo contrario de lo que observamos en la actualidad cuando parece consolidarse un nuevo grupo social, el denominado «precariado» (STANDING, 2011, 2014).

			Finalmente, la evidencia del impacto negativo del Estado de Bienestar sobre la economía y el empleo es mucho menos clara de lo mantenido desde una perspectiva crítica (véanse especialmente los capítulos dedicados a política fiscal y protección por desempleo). La idea central de esta crítica es que la financiación de las políticas sociales exige un elevado nivel de impuestos, el cual distorsiona y aminora los incentivos de los actores privados para invertir, lo que a su vez provoca la ralentización o la disminución del crecimiento económico. Igualmente, respecto al empleo, se suele argumentar que los programas sociales y la legislación laboral incrementan los costes laborales, que si se trasladan a las empresas, acaban teniendo un impacto negativo en él (MARES, 2010: 541 ss).

			Sin embargo, distintos estudios han encontrado que el crecimiento del gasto social es compatible con el crecimiento económico e incluso puede coadyuvar al mismo (además de KORPI, 1985, véanse LINDERT, 2004; MACLLUN y BLAIS, 1987), gracias por ejemplo a las externalidades positivas de determinadas políticas como la educación (MARES, 2003, 2006). Otros han obtenido resultados poco concluyentes acerca de la relación entre el incremento de impuestos o el tamaño de Estado, por un lado, y el crecimiento económico (MENDOZA et al., 1994) o el empleo, por otro; ambos efectos se vinculan al diseño de las políticas y a factores de distinta naturaleza o a instituciones externas como la negociación salarial (MARES, 2010).

			4. LOS NUEVOS DESAFÍOS DEL ESTADO DE BIENESTAR: NUEVOS RIESGOS SOCIALES, LA GLOBALIZACIÓN Y CRISIS


			Los Nuevos Riesgos Sociales y la globalización son dos de los desafíos actuales más importantes del Estado de Bienestar. A los Estados de Bienestar actuales se les sigue pidiendo que sean capaces de afrontar viejos retos desatendidos y, a la vez, nuevos desafíos, los llamados Nuevos Riesgos Sociales (NRS). Con estos últimos se alude a los que se enfrentan las personas en la actualidad y «durante el curso de sus vidas como resultado de cambios económicos y sociales asociados con la transición a una sociedad postindustrial» (TAYLOR-GOOBY, 2004a: 3).

			Taylor-Gooby destaca cuatro procesos importantes en relación con los NRS: 1) la mayor participación de la mujer en el mercado laboral; 2) el aumento del número de personas mayores que incrementan la necesidad de cuidados; 3) las nuevas demandas de personal cualificado que exige el mercado de trabajo y las consecuencias de no disponer de la cualificación necesaria, como el (des)empleo precario; 4) la privatización de los servicios públicos cuando no están bien regulados y sometidos a estándares rigurosos de calidad. Para Bonoli (2007) se pueden considerar como NRS en concreto: el problema de la conciliación de la vida familiar y laboral, la maternidad/paternidad individual, la fragilidad de la tercera edad, la posesión de habilidades obsoletas o escasas y la insuficiente cobertura de la protección social. Estos y otros cambios como las crecientes olas migratorias, los que afectan a la estructura de clases o al modelo de familia, exigen nuevos planteamientos de las políticas sociales.

			La globalización económica —en concreto, la nueva división internacional del trabajo que ha ocasionado la transferencia de buena parte de la actividad manufacturera a los países en vías de desarrollo— ha afectado de lleno al Estado de Bienestar. La creciente competencia amenaza la generosidad de los salarios y las prestaciones que reciben los trabajadores de los Estados de Bienestar, cuyas empresas tienen que competir con aquellas de los países en desarrollo que pueden ofrecer precios más baratos al prescindir de una parte importante de los derechos y costes sociales de sus trabajadores. El impacto de la globalización y la crisis ha sido mayor en empleos de poco valor añadido, donde los trabajadores solo disponían de competencias profesionales básicas. Estos trabajadores han sido incapaces de reciclarse teniéndose que conformar con empleos de baja calidad y con carreras laborales inestables que no consiguen generar los suficientes derechos sociales para estar bien protegidos en épocas de desempleo.

			Según algunos autores, el hecho de que la globalización y los NRS afecten a todos los países ha ocasionado que la política social tienda a la convergencia en el tipo de reformas. Por ejemplo, en casi todos los países se pueden encontrar procesos de activación, remercantilización, endurecimiento de las condiciones para generar derecho a las prestaciones y residualización del bienestar, introducción de diversos grados y tipos de privatización, el reconocimiento de derechos a colectivos específicos (SELEEIB-KAISER, 2011; NATALI y BONOLI, 2012; STARKE, KAASCH y VAN HOOREN, 2013). Esta coincidencia en las respuestas a problemas similares se reforzaría por otros procesos también asociados a la globalización, como son el de la transferencia de políticas públicas o el aprendizaje mutuo que se producen en el contexto de la pertenencia de los gobiernos a organizaciones internacionales, o la formación de comunidades formales o informales de intereses en los que los problemas públicos y sus soluciones tienden a definirse de una forma homogénea.

			Sin embargo, otros investigadores demuestran que se trata de una convergencia divergente (SELEEIB-KAISER, 2011). Por un lado, el impacto de los NRS y la globalización puede ser diferente según los regímenes de bienestar. Por ejemplo, en el caso de los países del sur de Europa o de muchos países de América Latina, la creciente participación de la mujeres en el mercado laboral plantea retos enormes para el sistema de protección que tiene que asumir tareas que antes realizaban las mujeres. Esta presión no es tan significativa en sistemas donde ya se había respondido a tales demandas. Por otro lado, las características institucionales del sistema de protección social, en particular de la gobernanza del sistema —el papel del Estado y los agentes sociales—, y la propia trayectoria de las políticas condicionan y limitan su capacidad de reforma (PALIER, 2010; ADELANTADO y CALDERÓN, 2006).

			Varios trabajos han valorado las reacciones de los diferentes Estados de Bienestar a la crisis en términos de si ha producido o no convergencia en las respuestas. En el trabajo editado por Greve (2012) —en el que se analizan los casos de Reino Unido, Estados Unidos, Alemania, Holanda, Dinamarca y Suecia— por una parte se mantiene que sus regímenes de bienestar afrontaron problemas similares relacionados con las crisis y sus repuestas iniciales a la misma fueron parecidas (una primera fase en la que se inyectó capital a las instituciones financieras y una segunda fase en la que se tendió a expandir los programas sociales), pero, por otra, se observan diferencias entre los países en la última fase, ya que algunos gobiernos se mostraron más activos que otros en la introducción de elementos de austeridad. La misma secuencia de reacciones a la crisis puede identificarse en los países del sur de Europa, aunque en éstos la fase de austeridad empezó con antelación y ha sido mucho más profunda (GUILLÉN y PAVOLINI, 2015).

			5. EL REEQUILIBRIO ENTRE EL ESTADO, EL MERCADO Y LA SOCIEDAD CIVIL EN LA GESTIÓN DEL BIENESTAR Y LA SOSTENIBILIDAD


			La cobertura de las necesidades sociales se ha realizado mediante fórmulas diversas de welfare mix, en las que cuatro actores (el sector público, el privado, el tercer sector y el denominado sector informal) han guardado equilibrios diferentes en función del tiempo y el lugar (SPICKER, 2008). Por ejemplo, especialmente en Europa, el Estado asumió un papel protagonista desde finales del siglo XIX; y desde un punto de vista geográfico, el papel del mercado es en la actualidad mayor en el régimen anglosajón o en Ámerica Latina y Asia que en los países socialdemócratas.

			El welfare mix no es por lo tanto una fórmula nueva para cubrir las necesidades sociales de los ciudadanos. Sin embargo, lo cierto es que en las últimas décadas, se discute en mayor medida sobre la gobernanza del bienestar y, en particular, sobre qué combinación de actores públicos (diferentes niveles de gobierno) o privados es la más apropiada para atender a las mismas (GINGRICH, 2014; GREVE, 2015). Países como Suecia comenzaron a buscar fórmulas alternativas para prestar servicios que habían sido tradicionalmente públicos y la socialdemocracia europea no se ha resistido a proporcionar servicios de titularidad pública mediante fórmulas de colaboración público-privada que les permitían diferir el coste de las inversiones.

			Quienes se oponen al Estado de Bienestar, pero reconocen la necesidad de que existan ciertos servicios de titularidad pública, cuestionan que estos servicios tengan que ser provistos directamente por el sector público. Desde un punto de vista conservador, se argumenta que la más exigente clase media quiere tener la capacidad de elegir (por ejemplo, el tipo de educación para sus hijos) y que los servicios serán más baratos, funcionarán mejor y serán más innovadores si existe competencia. Ambas finalidades se alcanzan mejor, a su juicio, desde el sector privado. Otros alegan la incapacidad del Estado para asumir el despliegue de los servicios que le son exigidos y para financiarlos, por ejemplo, en situaciones de crisis, cuando las necesidades sociales se incrementan. En estas situaciones actores como el tercer sector, o lo que se ha llamado el sector informal (los vecinos de un barrio, por ejemplo) pueden jugar un papel importante proporcionando una gestión desburocratizada, localizada —que atienda a las peculiaridades del territorio—, y más participativa —contribuyendo a reforzar el sentido de comunidad y la responsabilidad social, que se habría perdido según algunos al dejar exclusivamente al Estado la cobertura de las necesidades sociales— (MOULAERT, 2013; FANTOVA, 2014).

			Aunque es indudable que muchas de estas fórmulas de provisión de bienestar como complementarias al papel Estado pueden tener sus ventajas, también han recibido críticas profundas relacionadas tanto con cuestiones prácticas, como con otras más sustantivas (PIERSON, 2006). Por ejemplo, el análisis de Gingrich (2014), sobre el welfare mix en educación, atención a las personas en situación de dependencia y sanidad en Reino Unido, Suecia y Holanda, destaca que la introducción de una lógica de mercado en estos sectores ha supuesto mejoras en algunos aspectos mientras que ha empeorado en relación a otros. Otros análisis han llamado la atención sobre los problemas derivados de aspectos como los siguientes: la informalidad en la prestación de los servicios; la falta de continuidad en los mismos; la arbitrariedad —en principio, mejor abordados los tres por la Administración estable e impersonal del Estado—; la peor calidad —debida a la falta de profesionalización del tercer sector— ; el ahorro de costes en el sector privado en áreas tan sensibles como la sanidad; la inequidad que pueden producir las soluciones demasiado locales; la falacia de la libre elección, de modo que ésta se limite solo a los más afortunados económicamente, mientras que los servicios públicos mal dotados o escasamente financiados se queden para los que no pueden elegir por disponer de menos recursos económicos o sociales; el gran esfuerzo regulador, de inspección y evaluación que debe hacer el Estado para evitar que se priorice el beneficio empresarial sobre la respuesta a las necesidades sociales; por último, entre otras muchas críticas, se señala el alto riesgo de reproducción de las desigualdades derivadas de la familia donde se nace, si no existe ningún mecanismo que garantice la igualdad de oportunidades.

			En parte, el reto de la sostenibilidad del Estado de Bienestar guarda relación con los temas que se vienen discutiendo en este apartado. Glennester (2010) se pregunta por la sostenibilidad político-administrativa del sistema y hasta qué punto las estructuras burocráticas del bienestar serán capaces de adaptarse a las expectativas de los consumidores, así como en qué medida las reformas que se realicen, entre ellas el copago o la privatización, tendrán efectos sobre la eficiencia, la eficacia o cambiarán la fisonomía del Estado de Bienestar y, en último término, el apoyo de los ciudadanos.

			Si el apoyo a los ciudadanos se debilita, la sostenibilidad fiscal puede tambalearse, haciendo que sea cada vez más difícil extraer recursos de las rentas del trabajo en un momento en el cual el capital encuentra fórmulas de eludir la presión fiscal gracias a la globalización económica, como se verá en el capítulo dedicado a la política fiscal. Si los recursos son insuficientes para mantener un sistema que interese a las clases medias, también puede debilitarse lo que Glennester denomina la sostenibilidad moral relacionada con la capacidad de los gobiernos de retener un compromiso con los más desfavorecidos de la sociedad, aunque sea por razones egoístas para tratar de evitar los efectos negativos de la desigualdad en la sociedad en su conjunto, como han recordado Wilkinson y Pickett (2009), Esping-Andersen y Myles (2009), Stiglitz (2013) y, recientemente, el excepcional trabajo de Atkinson (2015).

			6. EL NUEVO PARADIGMA DE POLÍTICA SOCIAL: EL ESTADO ORIENTADO A LA INVERSIÓN SOCIAL


			Como se verá en los siguientes capítulos del libro, las últimas dos décadas han sido testigos de recortes en el Estado de Bienestar de los países occidentales pero también de la extensión de los derechos sociales para nuevos colectivos en estos mismos países y del crecimiento de la protección social en otros lugares del planeta. Sin embargo, los acontecimientos acaecidos a partir de la crisis de 2008 generan cierta incertidumbre sobre la configuración futura del Estado de Bienestar, especialmente en los países del sur y del este de Europa y en otros lugares del mundo donde el sistema de protección social tenía un desarrollo incipiente y la crisis ha golpeado con mayor virulencia.

			En el caso de Europa, la crisis ha doblado el desempleo en la eurozona y los niveles de pobreza y desigualdad han crecido llamativamente, demostrando que la capacidad de los Estados de Bienestar tradicionales para resolver los nuevos problemas derivados de la globalización y los nuevos riesgos sociales puede mejorarse. Esta situación ha impulsado la discusión sobre cómo mejorar la capacidad del sistema para combatir la desigualdad. Entre las propuestas de más largo alcance, por su ambición y porque sobrepasan las fronteras nacionales, destacan las quince de Atkinson (2015) que se refieren: al incremento de la presión fiscal y la reorientación del sistema impositivo para hacerlo más justo; al diseño de políticas de empleo que garanticen un nivel elevado de empleo y salarios justos; a la implementación de una ingreso mínimo vinculado a la participación de los beneficiarios en programas sociales y a la puesta en marcha de otro para los niños a nivel europeo; o a la necesidad de alcanzar un compromiso para que los países ricos destinen un 1 % del PIB a la cooperación.

			También el denominado enfoque del «social investment» (que podría traducirse por «Estado orientado a la inversión social») ha conseguido cierta influencia en la Unión Europea (MOREL et al., 2012; HEMERIJCK, 2015b). Este enfoque ganó impulso gracias a la publicación del libro editado por por Esping-Andersen (2002), ¿Por qué necesitamos un Nuevo Estado de Bienestar?, que le fue encargado por la presidencia de la UE. En 2013, la Comisión Europea lanzó el «Social Investment Package for Growth and Social Cohesion» con un llamamiento a los países miembros para que recogieran sus recomendaciones. Esta propuesta parte de la idea de que, en este nuevo contexto caracterizado por los Nuevos Riesgos Sociales, el papel del Estado debe consistir en priorizar la «preparación» de los individuos y las familias más que limitarse solo a la «reparación» de las situaciones de necesidad. Su argumento central es que un Estado orientado únicamente a proteger los «viejos riesgos» es insuficiente para dar respuesta a las nuevas necesidades sociales y económicas (los nuevos riesgos) y además puede ser disfuncional e insostenible en el medio plazo.

			La propuesta implica cambios sustantivos en relación con dónde debe poner el énfasis la actuación del Nuevo Estado de Bienestar. En este sentido y basada en la evidencia empírica disponible, la propuesta incluye la inversión en educación infantil —ya que ayuda a prevenir la pobreza y mejora la igualdad de oportunidades—, el fomento del aprendizaje, la educación continua a lo largo de la vida y las políticas activas de empleo —que faciliten la adaptación de las personas a las transformaciones de un mercado laboral crecientemente inestable—, los programas de conciliación de la vida laboral y familiar —que promuevan el empleo entre las mujeres— o las políticas de envejecimiento activo, entre otros cambios más transversales relacionados, por ejemplo, con la necesidad de la modernización administrativa que permita gestionar con éxito las nuevas políticas. Como destaca Bonoli (2012), se basa en la suposición de que el gasto que se haga hoy en prevenir las situaciones de necesidad social, será el ahorro del mañana.

			Estas ideas han recibido críticas (véase HEMERIJCK, 2015b, para un resumen de las principales). Para algunos, los objetivos de esta propuesta se acomodan a la lógica neoliberal al insistir en la inversión en capital humano; para otros, por ejemplo, las políticas activas de empleo suponen mayor gasto y control social de los parados; también se argumenta que supone una instrumentación de las políticas de género. Probablemente, entre las críticas, la más importante es la de quienes manifiestan su temor a que el énfasis en la prevención deje de lado la «reparación» de los que ya están en situación crítica. Para responder a ella, Morel, Palier y Palme (2012b: 363) argumentan que en este enfoque la equidad se presenta como un elemento central, ya que las políticas de activación laboral no sustituyen sino que complementan a las tradicionales políticas de protección y a la universalidad, pues se parte de la perspectiva de un Estado que acompaña a lo largo de la vida. Además, debe recordarse que Esping-Andersen et al. (2002) insisten especialmente en que la protección social tradicional debe seguir siendo un componente esencial de la actividad del Estado e, incluso, una precondición para que pueda desarrollarse convenientemente la estrategia de inversión social.

			La sugerente conceptualización de Hemerijck (2014; 2015b) propone distinguir entre tres políticas interdependientes en el marco de la inversión social: lo que llama «flujos» (flows) (activación y transiciones de mercado de trabajo), stocks (que se refiere a la formación del capital humano) y «amortiguadores» (buffers). En relación con los últimos, considera que en el centro de este paradigma está la idea de mantener fuertes redes de seguridad mediante una sólida política de protección y, en particular, programas de ingresos mínimos universales que garanticen un mínimo vital (sobre el alcance de estos programas, véase COMISIÓN EUROPEA, 2009).

			El reciente trabajo de Bouget et al. (2015), que analiza la presencia de políticas de inversión social en 35 países, incluyendo entre ellas los programas de ingresos mínimos, pone de manifiesto la existencia de al menos tres grupos de países. El primero, agrupa a Austria, Bélgica, Alemania, Francia, Holanda, Eslovenia y los países Escandinavos. Estos últimos han realizado una apuesta más robusta por este tipo de políticas, pero también Austria ha hecho un esfuerzo por incluir innovaciones en su sistema de atención a la dependencia o en las políticas activas para los más jóvenes; Holanda ha reforzado los procesos de acompañamiento social (no solo laboral); Francia ha mejorado su sistema de ingresos mínimos y la protección de los outsiders; o Eslovenia ha reforzado sus intervenciones para la infancia y bajas parentales.

			En los nueve países que forman parte del segundo grupo no existe un enfoque que integre las políticas de inversión social de una manera sistemática, aunque sí pueden identificarse algunas iniciativas relacionadas con la lucha contra la pobreza infantil (Reino Unido y Hungría) o con la educación (Polonia, Irlanda), las bajas parentales (Portugal), la atención a la dependencia (España) o los servicios sociales en Eslovaquia. Finalmente, en otros trece Estados, entre los cuales se encuentran Grecia, Italia, Rumanía, Bulgaria y los países Bálticos, las políticas de inversión social son aisladas.

			El interesante trabajo de Leoni (2015) llama la atención sobre el modo en que el enfoque de la inversión social es interpretado y aplicado en la práctica, de modo que algunos países se centran solo en la activación, pero no tanto en los «stocks» o los «amortiguadores», por ejemplo. Además, los avances en las llamadas políticas de inversión social se han visto frenados por la crisis iniciada en 2007. Estas nuevas políticas ya puestas en marcha en algunos países se han eliminado (España es un ejemplo claro de ello) o se han visto recortadas de algún modo. En este contexto de crisis se tiende a priorizar programas que puedan producir resultados a corto plazo, mientras que la esencia de las políticas de inversión social es precisamente apostar por la prevención lo que es menos atractivo debido a que sus resultados se esperan para el medio o largo plazo (NATALI y VANHERCKE, 2015; MYANT, 2015).

			Finalmente, algunos estudios sobre los efectos de este tipo de políticas, durante el periodo de crecimiento de la precrisis, sostienen que, estos programas parecen haber contribuido a incrementar la tasa de empleo, la fecundidad y el empleo femenino. Las bajas parentales han favorecido la permanencia de altos niveles de participación femenina en el empleo sin comprometer las cuentas públicas y las políticas activas han mostrado eficacia, al menos para algunos colectivos. Sin embargo, no parecen haber ayudado a cerrar la brecha de género, además los resultados no son tan positivos, al menos a corto plazo, en la reducción de la pobreza (HEMERIJCK, 2015b). A pesar de todo, Van Vliet y Wang (2015) que analizan las políticas de inversión social en quince países, concluyen que las cautelas sobre los efectos de tales políticas, el incremento de la pobreza expuestas por la literatura científica no afectan a los países nórdicos. En otras palabras, el efecto redistributivo de los nuevos programas depende de las estructura sociodemográfica y de la existencia, además, de otro tipo de políticas. Finalmente, Taylor-Gooby, Gumy y Otto (2014) encuentran que los programas de lo que los autores llaman el «nuevo bienestar» consiguieron entre 2001 y 2007 altos niveles de empleo, pero no lograron reducir la pobreza, entre otras razones, por el deterioro de los salarios y la protección social (véase, MARX, 2013).

			VI. PANORÁMICA DEL LIBRO Y APORTACIONES PRINCIPALES

			El libro consta de dos partes. En la primera se analizan las transformaciones de los cuatro regímenes de bienestar que agrupan a la mayoría de los países europeos y de América del Norte. Además, esta segunda edición del libro incluye nuevos capítulos sobre el régimen de bienestar postcomunista, el denominado Modelo Social Europeo y los sistemas de protección social de América Latina, Asia y África. En la segunda parte se aborda el estudio de diferentes sectores de política social, a los que se ha añadido en esta edición un capítulo dedicado a los servicios sociales. Tanto respecto a los regímenes como a las diferentes políticas, los autores analizan sus características más relevantes para estudiar después sus principales trayectorias de cambio en los últimos cuarenta años; en concreto, los desafíos que han tenido que afrontar, la forma en que han respondido a los mismos, junto con las razones y condicionantes tanto de su capacidad de cambio como el contenido de éste, siempre desde una perspectiva comparada.

			En el capítulo segundo, Bruno Palier sostiene que si bien se defendió, en los años ochenta y noventa, que el régimen de bienestar conservador o continental se encontraba «congelado», en realidad ha sido objeto de reformas incrementales «silenciosas», condicionadas por los desafíos relacionados con la globalización que el sistema tenía que afrontar y, principalmente, por la propia inercia de las instituciones del bienestar existentes. Estas reformas han contribuido a institucionalizar un dualismo que afecta a múltiples dimensiones del sistema de bienestar y, sin duda, a los propios ciudadanos, pudiéndose hablar de una «segunda división» en la sociedad.

			En el capítulo tercero de César Colino y Eloísa del Pino se analiza el régimen de bienestar anglosajón, donde algunas iniciativas anteriores a la crisis, como los programas de lucha contra la pobreza en el Reino Unido y Estados Unidos o la reforma sanitaria del Presidente Obama, parecen estar arrojando resultados positivos aunque hay que tener en cuenta que se trata de objetivos ya alcanzados por otros países hace décadas. Además, las medidas adoptadas durante la crisis iniciada en 2007 han sido sustancialmente distintas en estos países tanto en relación con el propio sistema de protección social como por su efecto en los ciudadanos, siendo especialmente duras en el Reino Unido.

			Por su parte, M.ª Josefa Rubio Lara, en el capítulo cuarto, dedicado al régimen de bienestar socialdemócrata o nórdico, señala que las revisiones realizadas permiten mantener, en parte, que el welfare state ha transitado hacia un workfare state porque la seguridad, en comparación con otras épocas, depende más de la participación en el mercado laboral, lo que contribuye a que las sociedades se vuelvan más duales. Sin embargo, el objetivo redistributivo de este régimen se sigue satisfaciendo. Si bien, a finales de la década de los noventa, una valoración compartida fue que las peculiaridades de este tipo de Estado de Bienestar habían permanecido invariables, en los últimos años se han introducido matices a lo que ha podido contribuir tanto el carácter multidimensional de los cambios como la implantación incremental de los mismos.

			En el capítulo quinto, Pau Marí-Klose y Luis Moreno plantean la repercusión que los cambios sociodemográficos, la postindustrialización de las últimas décadas y más recientemente la crisis están teniendo en uno de los elementos definitorios del régimen de bienestar mediterráneo, el papel de la familia como proveedora de bienestar. También identifican procesos de remercantilización y desuniversalización derivados de la crisis, lo que puede incidir en la legitimidad del Estado de Bienestar considerado por los ciudadanos hasta ahora como el mejor garante de la justicia social. Los autores plantean dudas acerca de la supervivencia de los programas que aún no habían logrado consolidarse, la demostrada incapacidad de abordar el problema de la dualización, así como la extensión y cronificación de los fenómenos de la pobreza y de la exclusión.

			En el sexto capítulo, Mariña Couceiro y José Adelantado analizan el Estado de Bienestar en los países excomunistas mostrando que comparten algunas características de los regímenes de bienestar mediterráneo y continental, a la vez que muchos de ellos han intentado mantener la universalidad de sus sistemas de salud. Desde que se inició el proceso de transición en la región, pueden observarse tres tendencias de reforma dentro del grupo: algunos países tienen mayores niveles de gasto social y mejores resultados sociales; otros han optado por recortar el gasto lo que ha implicado un deterioro en sus indicadores de rendimiento; un tercer grupo ha seguido una vía media.

			En el séptimo capítulo, Ana Marta Guillén, Sergio González Begega y David Luque Balbona explican que la dimensión social de la Unión Europa ha constituido un elemento de legitimación de la misma desde 1985 hasta la actualidad, momento en el que el proyecto europeo se está viendo desafiado por la globalización y la crisis. Los autores muestran la estrecha vinculación, e incluso subordinación, del Modelo Social Europeo a los objetivos económicos de la Unión Europea y a las tensiones políticas y económicas entre los países, circunstancia que si bien se ha evidenciado más claramente a partir de la crisis que se inició en 2007, no es exclusiva de este periodo.

			En el capítulo octavo, Juliana Martínez Franzoni y Diego Sánchez Ancochea destacan cómo a pesar de sus diferencias, los regímenes de bienestar de América Latina tienen varios rasgos en común. El mercado tiene un papel protagonista para la provisión de bienestar a los sectores de la población con ingresos medios y altos; la segmentación de la protección social para los sectores con ingresos medios y bajos altos se perpetúa en buena medida porque el acceso contributivo sigue siendo un rasgo fundamental de todos los regímenes de bienestar latinoamericanos. Mientras que en los últimos años en algunos países como Brasil se ha intentado incrementar la cobertura del sistema a través de la universalización, por un lado, y la focalización por otro, el alcance limitado de ambas estrategias hace que la desigualdad siga siendo el principal problema de la región.

			En el capítulo noveno, Manuel Sánchez de Dios y Jorge Hernández-Moreno confirman que con la excepción de Japón, Taiwan, Corea del Sur y, en menor medida en Sudáfrica y China, el Estado tiene un papel muy reducido en la protección social en el resto de los países de Asia y África. Sánchez de Dios, responsable de la parte del capítulo dedicada a Asia, explica que en el este de tal continente, el sistema de protección social ha seguido un patrón corporativista en su formación vinculado al desarrollo económico por lo que mantener la competitividad de su economía es, además de modernizar su sistema fiscal, una condición para que estos países puedan afrontar retos tales como el acusado envejecimiento de la población en Japón, la desprotección de los más desfavorecidos en Taiwan y China y de la infancia y los ancianos en el caso de Corea, en otros. Hernández-Moreno afirma que en África, aun siendo modesto, el esfuerzo en bienestar y los resultados en materia de protección social de los países englobados en el llamado régimen de orientación residual, son algo más significativos que en los países agrupados dentro del denominado régimen de inseguridad, donde la debilidad institucional y administrativa, la violencia o la irresponsabilidad internacional constituyen un impedimento para el desarrollo de los sistemas de protección.

			En la segunda parte del libro se abordan las diferentes políticas sociales. En el capítulo décimo Francisco Javier Moreno-Fuentes mantiene que los retos más importantes de los sistemas sanitarios actuales derivan de los cambios sociodemográficos, del incremento de la desigualdad y del crecimiento de las expectativas ciudadanas sobre el propio sistema de salud producidos en las últimas décadas y que se manifiestan en un aumento significativo del gasto en este sector. Los últimos años de crisis han sido testigos de recortes que han tenido un serio impacto en la calidad y la equidad. En cualquier caso, las reformas han estado condicionadas por los equilibrios institucionales específicos de cada sistema sanitario y atienden a tres ejes: la redefinición de los equilibrios entre mercado y Estado, el nuevo reparto de responsabilidades entre diferentes niveles de gobierno y el desarrollo de sistemas integrados de gestión sanitaria. Para el autor, los sistemas sanitarios públicos son instrumentos de cohesión social y sostiene que, mientras los criterios de mercado pueden introducir eficiencia en la gestión, deben usarse como complementarios de los sistemas públicos.

			En el capítulo undécimo, M.ª Josefa Rubio Lara, a partir del análisis de las reformas acometidas en los sistemas de pensiones de Finlandia, Suecia, Alemania, España y Francia, subraya los desajustes que se han introducido en los principios del sistema de reparto. Por una parte, la tendencia a trasladar los riesgos a los beneficiarios provoca que el nivel de las pensiones no sea el previsto en su diseño y se diluya la certeza de la prestación. Por otra parte, el impulso de las pensiones privadas marca una clara tendencia convergente de los sistemas de reparto con el modelo «multipilar». Este capítulo también aborda la idea que se viene sosteniendo, desde los años ochenta y noventa, de que el Estado de Bienestar camina hacia un «Estado regulador». Sin embargo, esta presumible transformación plantea peculiaridades cuando se contrasta con las reformas de las pensiones en los países estudiados, ya que la intervención estatal y los instrumentos utilizados para fomentar el desarrollo del mercado de pensiones privadas, más que con un nuevo modelo de Estado, poseen un claro paralelismo con los utilizados en el siglo XIX para la creación de las empresas.

			La protección por desempleo y las políticas activas de empleo se abordan en el capítulo decimosegundo por Eloísa del Pino y Juan A. Ramos. Los autores consideran que existe cierta «convergencia divergente» en las reformas emprendidas en este sector. En general, en todos los países, las condiciones para recibir las prestaciones se han endurecido y éstas se han hecho menos generosas y menos dependientes del historial contributivo. Además, cada vez el conjunto de ciudadanos susceptibles de ser «empleables» se amplía. Igualmente, todos los países han puesto en marcha programas de activación. Pero éstos pueden llegar a tener muy distinta naturaleza, alcance y propósitos según el lugar. Diferentes factores y, en especial las características de las políticas existentes en cada país, limitan la convergencia, mientras que los cambios económicos globales, la pertenencia europea o el aprendizaje y la transferencia de políticas, la favorecen.

			En el capítulo decimotercero, Gregorio Rodríguez Cabrero y Vicente Marbán sostienen que el envejecimiento de la población, las demandas de calidad de vida, los cambios que ha experimentado la familia y la incorporación de la mujer al mercado de trabajo han conducido al desarrollo de sistemas de atención a la dependencia en el espacio social europeo. Las prestaciones por dependencia han logrado cierta universalización en los países europeos, aunque sin llegar a sustituir la tradicional responsabilidad individual y familiar en este ámbito; respecto a su diseño, predominan las prestaciones monetarias sobre las de servicios, lo que obstaculiza la creación de empleo en el sector, además de afianzar el papel de la mujer cuidadora. Los autores ponen de manifiesto que la raíz nacional de cada sistema y la forma en que la crisis afecta a los Estados pueden explicar las diferencias respecto al desarrollo del sistema en cada lugar y sus posibles trayectorias futuras.

			En el capítulo decimocuarto, Miguel Ángel Alegre y Joan Subirats analizan las diversas opciones de política pública utilizadas por los Estados europeos para afrontar los desafíos actuales de los sistemas educativos y, en particular, el aumento de la desigualdad educativa y el abandono prematuro del ciclo educativo. En este capítulo se atiende particularmente a los resultados de cada una de estas opciones de política pública y se pone de manifiesto la influencia de otros factores ajenos a la política educativa en los resultados del sistema. Los autores identifican un esfuerzo por establecer objetivos comunes en materia educativa entre los distintos países europeos, pero también cierta divergencia en ellos a la hora de priorizar sus objetivos o en los mecanismos utilizados para lograr sus propósitos, encontrándose así sistemas con mayor o menor grado de mercantilización y comprensividad, entre otras características.

			Las políticas de familia y género son abordadas por Olga Salido y Margarita León en el capítulo decimoquinto. Las autoras destacan que su diseño ha estado influido por las tendencias demográficas y la aparición de nuevos riesgos sociales. Aunque el abanico de instrumentos de política pública utilizados por los distintos gobiernos es similar, no se ha producido una convergencia sino una divergencia que se desencadena por la inercia de los puntos de partida de cada país y las dinámicas sociopolíticas internas.

			En el capítulo decimosexto, Manuel Aguilar Hendrickson analiza la evolución de los servicios sociales a los que define como un blanco en movimiento debido al intento que desde éstos se hace para responder a las transformaciones económicas y sociales, la ideas cambiantes sobre políticas sociales y otros cambios institucionales que terminan afectando a este complejo sector de política pública. Además, las transformaciones parecen ser más complejas en unos regímenes de bienestar que en otros, donde los servicios sociales se encuentran más consolidados.

			La política contra la pobreza se aborda en el capítulo decimoséptimo por Pau Marí-Klose y Marga Marí-Klose, quienes confirman que, a pesar de la reducción de la pobreza que afecta a ciertos colectivos, esta persiste en los países ricos y alcanza diversos grados de intensidad en función de los regímenes de bienestar. En los últimos años, la crisis, la globalización económica y los constreñimientos electorales parecen estrechar el margen de maniobra de los gobiernos de distintas posiciones ideológicas en cuanto a los instrumentos de política pública a utilizar para combatir, ya no tanto la desigualdad, como la exclusión social.

			Por último, en el capítulo decimoctavo, José M. Díaz-Pulido, Francisco Javier Loscos y Jesús Ruiz-Huerta ponen el acento en que la suavización de los objetivos de consolidación fiscal para reaccionar ante los negativos resultados de las políticas de ajustes presupuestarios aplicadas en la primera parte de la reciente crisis financiera ha mejorado las perspectivas económicas a medio plazo. Aún así, sostienen la necesidad de afianzar una política expansiva anticíclica y abogan por reforzar las políticas sociales y regresar a sistemas fiscales más progresivos, aunque adaptados a las circunstancias creadas por la globalización económica, lo que exige una integración de la política fiscal y una revisión de las reglas de gobernanza a nivel internacional.
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